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Bogotá, D. C. 
Doctores 
ROY BARRERAS 
Presidente Senado de la República 
JORGE HUMBERTO MANTILLA 
Secretario General Cámara de Representantes 
Congreso de la República 
La ciudad. 
Referencia: Informe de conciliación al Proyecto de 

ley número 052 de 2011 Cámara, 244 de 2012 Senado. 
Apreciados Presidente y Secretario General: 
De acuerdo con la designación efectuada por las 

Presidencias del Senado y de Cámara y de conformi-
dad con los artículos 161 de la Constitución Política 
y 186 de la Ley 5ª de 1992, el suscrito Senador y Re-
presentante a la Cámara integrantes de la Comisión 
Accidental de Conciliación, nos permitimos someter 
a consideración del Senado y de la Cámara de Repre-
sentantes, el texto conciliado del proyecto de ley de 
la referencia, dirimiendo de esta manera las discre-
pancias existentes entre los textos aprobados por las 
respectivas Sesiones Plenarias de los días 22 de mayo 
de 2012 en Cámara y del día 12 de junio de 2013 en 
Senado. 

Luego de un análisis detallado de los textos, cuya 
aprobación por las respectivas Plenarias presenta di-
ferencias, hemos acordado acoger el texto aprobado 
por el Senado de la República, por las siguientes ra-
zones: 

1. Se acoge el artículo 1° aprobado en Senado, 

males a los cuales se les aplicará el presente proyecto 
de ley, expresado de la siguiente manera: “animales 

silvestres ya sean nativos o exóticos”. Y lo cual se 
conservará a lo largo del texto. 

2. Se acoge el texto de Senado en el cual se per-
feccionó el artículo 2° sobre la expedición de licen-
cias, dando como término máximo 2 años para que 
las autoridades nacionales y locales no puedan vol-
ver a emitir licencias para espectáculos de circos 
itinerantes que utilicen animales silvestres, lo cual 
está en concordancia con el espíritu del proyecto 
de ley. 

3. Con respecto al artículo 3°, se acoge lo propues-
to por el Senado en cuanto el plazo para la adecuación 

un término de dos años, como también se determina 
este mismo plazo para que los empresarios de circos 
realicen la entrega de los animales silvestres a las au-
toridades. 

En el mismo sentido se acogió la sugerencia del Mi-
nisterio de Ambiente y Desarrollo Sostenible respecto 
al decomiso, entrega o salida del país de los animales 
una vez se cumplan los términos de la presente ley. 

En el mismo artículo se incluyó un parágrafo con 

respecto a las medidas preventivas y sancionatorias. 
4. Se acoge el texto de Senado, respecto a la com-

petencia de las autoridades para hacer cumplir el pre-
sente proyecto de ley y se eliminó el parágrafo por 
considerar que guarda relación con todo el artículo y 
se incluye en el mismo. 

5. Se acoge el nuevo artículo propuesto en Sena-
do, numerado como sexto en este informe, haciendo 
claridad que los establecimientos dentro de los cuales 
se mencionan algunos ejemplos, tales como: de con-
servación de especies, pedagógicas e investigativas, 
no serán objeto de regulación en la presente ley, por 
lo anterior el artículo 6° sobre la vigencia pasa a ser el 
artículo 7° del proyecto de ley. 

En virtud de lo anterior y para los efectos pertinen-
tes, el citado texto conciliado, debidamente numera-
do, es el siguiente: 



Página 2 Miércoles, 12 de junio de 2013 GACETA DEL CONGRESO  408

TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO  
DE LEY NÚMERO 052 DE 2011 CÁMARA,  

244 DE 2012 SENADO
por medio de la cual se prohíbe el uso de animales 

silvestres, ya sean nativos o exóticos,

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Se prohíbe el uso de ani-
males silvestres ya sean nativos o exóticos de cualquier 

importar su denominación, en todo el territorio nacional. 
Artículo 2°. Las autori-

dades nacionales y locales no podrán emitir ninguna 
licencia dos años después de la publicación de la pre-
sente ley a los espectáculos de circos itinerantes que 
usen animales silvestres ya sean nativos o exóticos, 
de cualquier especie, en sus presentaciones. 

Artículo 3°. Los empresarios de cir-
cos, tienen un plazo de dos años, contado a partir de 
la publicación de la presente ley, para adecuar sus es-
pectáculos en todo el territorio nacional, sin el uso de 
especies silvestres o exóticas, Se aplicará el mismo 
plazo, estipulado en este artículo, para que los em-
presarios de circos realicen la entrega de los animales 
silvestres a las autoridades ambientales en donde se 
encuentren ubicados a las entidades de que trata el 
artículo 5° de la presente ley. 

Para el caso de especies exóticas así como sus 
crías, los empresarios de circos, en dicho plazo, de-
berán adelantar los trámites y obtener los permisos 
necesarios para salir del país. 

Parágrafo. Cumplido el término establecido en 
el presente artículo las autoridades ambientales en 
donde se encuentren ubicados los animales que ha-
cen parte de los circos, darán aplicación a las medi-
das preventivas y sancionatorias que establece la Ley 
1333 de 2009. 

Artículo 4°. La 
presente ley dará cumplimiento a la normatividad y 
protocolos nacionales existentes relacionados con el 
decomiso de animales y su manejo. 

Artículo 5°. Quedan encargados de 
la verificación del cumplimiento y difusión de la 
presente ley: el Ministerio de Ambiente y Desarro-
llo Sostenible, la Policía Nacional, las Corporacio-
nes Autónomas Regionales y Desarrollo Sosteni-
ble y los gobiernos departamentales, distritales y 
municipales en el marco de sus competencias. Las 
entidades de que trata el presente artículo, debe-
rán realizar la respectiva reubicación del hábitat de 
todo animal que sea entregado a las mismas o de-
comisado por estas. 

Artículo 6°. Los establecimientos dedicados a la 
conservación de especies, actividades pedagogías, in-
vestigación y estudio, que no son ambulantes, tales 
como zoológicos, acuarios y oceanários, no son obje-
to de la regulación contenida en la presente ley. 

Artículo 7°. La presente ley rige a par-
tir de su publicación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.

Augusto Posada Sánchez, Representante a la Cá-
mara por Antioquia; Juan de Jesús Córdoba Suárez, 
Senador de la República.

P O N E N C I A S
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY ESTATUTA-
RIA NÚMERO 209 DE 2013 SENADO, NÚME-

RO 267 DE 2013 CÁMARA 
 por medio de la cual se regula el derecho fundamen-

Bogotá D. C., 12 de junio de 2013
Senadora
KARIME MOTA Y MORAD
Presidenta de la Comisión Primera de Senado 
Senado de la República
Referencia: Informe de Ponencia para segundo 

debate al Proyecto de Ley Estatutaria número 209 
de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara, por medio de 
la cual se regula el derecho fundamental a la salud y 

Honorable Mesa Directiva:
En cumplimiento del encargo hecho por la ho-

norable Mesa Directiva de la Comisión Primera 
Constitucional de Senado de la República, de con-
formidad con lo establecido en el artículo 156 de 
la Ley 5ª de 1992, se procede a rendir informe de 
ponencia para Segundo Debate al Proyecto de Ley 
número 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cáma-
ra, por medio de la cual se regula el derecho fun-
damental a la salud y se dictan otras disposiciones. 

Como es de conocimiento al Proyecto de Ley Es-
tatutaria número 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 

-

sidente de la República, doctor  Juan Manuel Santos 
Calderón y el señor Ministro de Salud y Protección 
Social, doctor Alejandro Gaviria Uribe, se solicitó a 
los Presidentes de ambas Cámaras que se diera trá-
mite de urgencia y deliberación conjunta de las Co-
misiones Primeras, tanto de Senado de la República, 
como de la Cámara de Representantes.

1. Consideraciones iníciales 
En primer lugar, es importante recordar que el 

articulado propuesto recoge, en gran medida, lo 
dispuesto en la Observación General 14 de 2000 
del Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (CDESC), que constituye la guía para la 
aplicación del artículo 12 del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y 
lo desarrollado en los diferentes pronunciamientos 
de la jurisprudencia constitucional, en especial en 
la sentencia estructural T-760 de 2008. Estos ele-
mentos, con las adaptaciones propias, han sido la 
base para la construcción de esta iniciativa y, preci-
samente, en la ponencia para primer debate se hizo 
referencia a los mismos como fuente para la elabo-
ración de una norma de esta relevancia.

De igual forma, como se señaló en el informe para 
primer debate, es clara la necesidad de expedir una 
ley estatutaria que regule y garantice el goce efectivo 
del derecho fundamental a la salud y establezca sus 
mecanismos de protección. 
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De otra parte, la sentencia de la Corte Constitu-
cional T-760 de 2008 es imperativa al señalar que el 
derecho a la salud debe estar garantizado a través de 
una organización institucional básica para cumplir 
con las obligaciones de respetar, proteger y garanti-
zar el goce efectivo del derecho fundamental, a cargo 
del Estado, la accesibilidad en los servicios pero, a la 
vez, las limitaciones en el acceso de otros que resultan 
suntuarios o en los que no está de por medio la fun-
cionalidad de la persona, la vida e integridad personal 
en condiciones dignas, la eliminación de barreras de 
acceso y la discriminación y, entre ellos, considerar 
la capacidad de pago de las personas (como un pun-
to de la asequibilidad), protección reforzada a ciertos 
sectores de la población en consideración a su estado 

progresividad y la no regresividad y, asociado a todo 

De esta manera, el Congreso de la República ha 
asumido un reto importante en materia regulatoria 

-
tructurales del derecho fundamental tal y como lo ha 
precisado la Corte Constitucional, entre otras, en la 
sentencia C-791 de 2011. Por ello, la construcción 
realizada por las Comisiones Primeras Conjuntas del 
Senado de la República y de la Cámara de Represen-
tantes, liderada por los ponentes, contiene un esfuerzo 
de depuración que incluye dos elementos básicos. Por 
una parte, la visión de la garantía del derecho y su 

-
cos de una ley de esta naturaleza. 

Finalmente, debe señalarse que hubo una Audien-
cia Pública que se llevó a cabo el 14 de mayo de 2013, 
que también nutrió este proceso y en el que participa-
ron sectores sociales para lograr los mejores resulta-
dos. Sea ésta la ocasión para reconocer el trabajo rea-
lizado con miras a garantizar el derecho fundamental 
a la salud.

2. Antecedentes del Proyecto de Ley Estatuta-
ria número 209 de 2013 Senado número 267 de 
2013 Cámara 

El proyecto de ley estatutaria fue radicado por el 
Gobierno Nacional el pasado 19 de marzo de 2013. 
Dicha radicación contó con la participación de los 
miembros de la Gran Junta Médica. 

El 2 de abril del 2013 el Gobierno Nacional impar-
tió trámite de urgencia y deliberación conjunta de las 
Comisiones Primeras de Senado y Cámara por la im-
portancia que el referido proyecto de ley representaba 
para garantizar el derecho fundamental a la salud de 
todos los colombianos. 

Posteriormente, mediante Resolución número 
06 del 7 de mayo de 2013, la Mesa Directiva de las 
Sesiones Conjuntas de las Comisiones Primeras del 
honorable Senado de la República y de la honora-
ble Cámara de Representantes autorizó convocar 
audiencia pública para que todos los interesados en 
la iniciativa presentaran opiniones u observaciones. 
Dicha audiencia se realizó el 14 de mayo de 2013 
con la participación de los miembros de las Comi-
siones Primeras de Senado y Cámara, de la Gran 
Junta Médica, Representantes de las Asociacio-
nes de Pacientes de Alto Costo, Representantes de 
la Central de Trabajadores, el grupo jurídico de la 
ANDI, la Directora de Gestarsalud, el Director Ge-

neral de la Asociación Colombiana de Hospitales y 
Clínicas (ACHC), la Presidenta de ANIR, el Presi-
dente Ejecutivo de ACEMI, y el Ministro de Salud 
y Protección Social, entre otros. Se destacaron como 
puntos los siguientes:

• La necesidad del trámite de una ley estatutaria 
que garantice el derecho a la salud y sus mecanismos 
de protección.

• Explicitar que el derecho a la salud es un derecho 
fundamental constitucional, el cual debe protegerse y 
garantizarse. 

• No limitar la acción de tutela.
• No restringir el alcance del derecho fundamental 

• Determinantes sociales en salud. 
El 21 de mayo de 2013 los ponentes de la Comi-

sión Primera de Senado presentaron la Ponencia para 
primer debate del proyecto de ley, y el 22 de mayo de 
2013 lo hicieron los ponentes de la Comisión Primera 
de Cámara. Los textos se encuentran publicados en 
las Gacetas del Congreso número 300 y 303 respec-
tivamente.

Los dos informes de ponencia contemplaban: i) 
la salud como un derecho fundamental autónomo e 
irrenunciable; ii) las obligaciones a cargo del Esta-
do; iii) los elementos y principios del derecho fun-
damental a la salud; iv) los derechos y deberes de 
las personas relacionados con la prestación de los 
servicios de salud; v) la evaluación de los indicado-
res del goce efectivo; vi) la autonomía profesional; 
vii) el respeto a la dignidad de los profesionales y 
trabajadores de la salud; viii) la información para el 
sector de la salud y ix) la inembargabilidad de los 
recursos, entre otros.

Los días 4 y 5 de junio de 2013 sesionaron con-
juntamente las Comisiones Primeras del honorable 
Senado de la República y de la honorable Cámara de 
Representantes para la correspondiente discusión y 
votación. Debido a que como se expresó anterior-
mente las dos ponencias tenían bastantes aspectos 
en común, se decidió que para poder hacer un de-
bate más expedito se trabajaría con la Ponencia a la 
que tuviera que hacerle menos modificaciones, por 
tal razón se usó como documento base la Ponencia 
presentada por la honorable Cámara de Represen-
tantes, y los ponentes del honorable Senado de la 
República retiraron su informe de ponencia para 
primer debate. 

Sobre el texto original de la Ponencia presentada 
por Cámara de Representantes se concertaron varias 

-
nar las siguientes: se establece el ámbito de aplica-

da una connotación más garantista a los elementos 
y principios del derecho fundamental a la salud; 
se establece la evaluación anual de los indicadores 

los determinantes sociales a la salud como un fac-

con recursos distintos a los destinados para salud; 
se incorporan los derechos a los usuarios que venían 
contemplados en la ponencia de Senado; se estable-
ce que la participación de las decisiones en el Siste-
ma de Salud tendrá carácter vinculante; el Gobierno 
Nacional deberá implementar una política pública 
en salud que permita la articulación intersectorial, 



Página 4 Miércoles, 12 de junio de 2013 GACETA DEL CONGRESO  408

basada en la promoción de la salud, prevención de 
la enfermedad y su atención integral, oportuna y de 
calidad, al igual que rehabilitación de sus secuelas; 
el Estado deberá promover la divulgación de infor-

el campo de la salud; se establece una política de 
innovación, ciencia y tecnología en salud; se crea la 
obligación por parte del Gobierno Nacional de adop-
tar una política farmacéutica nacional. 

En los mencionados días se expuso, discutió y 
votó lo siguiente: 

Se aprobó con mayorías absolutas la proposi-
ción con que termina el informe de ponencia pre-
sentado por la honorable Cámara de Representan-
tes para que se diera primer debate al Proyecto de 
Ley Estatutaria número 209 de 2013 Senado, 267 
de 2013 Cámara.

• Se expusieron en su orden los artículos 1°, 2°, 3°, 
5°, 6°, 11, 14, 15, 17, 19, 20 y 21 que no tenían pro-
posiciones de los honorable Congresistas, los cuales 
fueron discutidos y votados favorablemente con las 
mayorías requeridas para este tipo de iniciativas.

• Se presentaron a las Comisiones Conjuntas pro-

7°, 8°, 9°, 12, 13, 16 y 18 los cuales fueron debatidos 
y aprobados con las mayorías requeridas por este tipo 
de iniciativas.

• Se leyeron, discutieron y aprobaron con las ma-
yorías requeridas ocho (8) artículos nuevos que son 
importantes para el desarrollo de la presente inicia-
tiva y que representan un avance para la garantía del 
derecho fundamental a la salud. El epígrafe de los 
mencionados artículos señala lo siguiente: i) Ámbi-

iii) De la política pública en salud; iv) Divulgación 
 v) Políti-

ca de Innovación, Ciencia y Tecnología en salud; vi) 
Política Farmacéutica Nacional; vii) Sujetos de especial 

-
fensoría del Paciente.

• Se debatió una proposición sustitutiva presenta-
da por los honorable senadores: Karime Mota, Luis 
Fernando Velazco, Hemel Hurtado, Jorge Eduardo 
Londoño y Luis Carlos Avellaneda, en la que se pre-

al Sistema de Salud. Esta proposición fue debatida y 
negada por la Cámara de Representantes, sin embar-
go en Senado la proposición fue debatida pero no fue 
aprobada ni improbada por no alcanzar la mayoría re-
querida para este tipo de ley. 

• De igual forma, se presentaron unas constancias 
y unas proposiciones que los autores decidieron de-
jar como constancias, las cuales se anexan al presente 
documento.

• Fue leído y aprobado el título de la iniciativa y 
se determinó continuar con su trámite a través de las 
plenarias de cada una de las Cámaras.

Es importante resaltar que ninguno de los artículos 
de la Ponencia de este proyecto de ley afectan, modi-

de interponerla en cualquier momento. 
El texto aprobado por las Comisiones Primeras del 

honorable Senado de la República y de la honorable 
Cámara de Representantes en sesiones conjuntas co-
rrespondió al siguiente: 

TEXTO APROBADO POR LAS COMISIO-
NES PRIMERAS DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPÚBLICA Y DE LA HONORABLE 
CÁMARA DE REPRESENTANTES SESIO-
NES CONJUNTAS AL PROYECTO DE LEY  
ESTATUTARIA NÚMERO 209 DE 2013 SENA-

DO, 267 DE 2013 CÁMARA
por medio de la cual se regula el derecho fundamental 

El Congreso de Colombia
DECRETA:

CAPÍTULO I
Objeto, elementos esenciales, principios,  

derechos y deberes
Artículo 1°.  La presente ley tiene por ob-

jeto garantizar el derecho fundamental a la salud, re-
gularlo y establecer sus mecanismos de protección.

Artículo 2°. Naturaleza y contenido del derecho 
 El derecho fundamental a la 

salud es autónomo e irrenunciable en lo individual y 
en lo colectivo.

Comprende el acceso a los servicios de salud de 
-

vación, el mejoramiento y la promoción de la salud. 
El Estado adoptará políticas para asegurar la igual-
dad de oportunidades en el acceso a las actividades 
de promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento, 
rehabilitación y paliación para todas las personas. Su 
prestación como servicio público esencial obligato-
rio, se ejecuta bajo la indelegable dirección, supervi-
sión, coordinación y control del Estado.

Artículo 3°. Ámbito de aplicación. La presente ley 
se aplica a todos agentes, usuarios y demás que inter-
vengan de manera directa o indirecta, en la garantía 
del derecho fundamental a la salud.

Artículo 4°.  Es el 
conjunto articulado y armónico de principios y nor-
mas; políticas públicas; instituciones; competencias 
y procedimientos; facultades, obligaciones, derechos 

evaluación, que el Estado disponga para la garantía y 
materialización del derecho fundamental de la salud.

Artículo 5°.  El Estado es 
responsable de respetar, proteger y garantizar el goce 
efectivo del derecho fundamental a la salud; para ello 
deberá:

a) Abstenerse de injerir directa o indirectamente 
en el disfrute del derecho fundamental a la salud, de 
adoptar decisiones que lleven al deterioro de la salud 
de la población y de realizar cualquier acción u omi-
sión que pueda resultar en un daño en la salud de las 
personas;

b) Formular y adoptar políticas de salud dirigidas 
a garantizar el goce efectivo del derecho en igualdad 
de oportunidades para toda la población, asegurando 
para ello la coordinación armónica de las acciones de 
todos los agentes del Sistema;

c) Formular y adoptar políticas que propendan por 
la promoción de la salud, prevención y atención de la 
enfermedad y rehabilitación de sus secuelas, median-
te acciones colectivas e individuales;

d) Establecer mecanismos para evitar la violación 
del derecho fundamental a la salud y determinar su 
régimen sancionatorio;
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e) Ejercer una adecuada inspección, vigilancia y 
control mediante un órgano y/o las entidades especia-
lizadas que se determinen para el efecto;

f) Velar por el cumplimiento de los principios del 
derecho fundamental a la salud en todo el territorio 
nacional, según las necesidades de salud de la po-
blación;

g) Realizar el seguimiento continuo de la evolu-
ción de las condiciones de salud de la población a lo 
largo del ciclo de vida de las personas;

h) Realizar evaluaciones sobre los resultados de 
goce efectivo del derecho fundamental a la salud, en 
función de sus principios y sobre la forma como el 
Sistema avanza de manera razonable y progresiva en 
la garantía al derecho fundamental de salud;

i) Adoptar la regulación y las políticas indispensa-

-

en salud de la población;
 Intervenir el mercado de medicamentos, dispositi-

-
zar su utilización, evitar las inequidades en el acceso, 
asegurar la calidad de los mismos o en general cuando 
pueda derivarse una grave afectación de la prestación 
del servicio.

Artículo 6°. Elementos y principios del derecho 
 El derecho fundamental a la 

salud incluye los siguientes elementos esenciales e in-
terrelacionados:

a) Disponibilidad. El Estado deberá garantizar la 
existencia de servicios y tecnologías e instituciones 
de salud, así como de programas de salud y personal 
médico y profesional competente;

b) Aceptabilidad. Los diferentes agentes del sis-
tema deberán ser respetuosos de la ética médica así 
como de las diversas culturas de las personas, mino-
rías étnicas, pueblos y comunidades, respetando sus 
particularidades socioculturales y cosmovisión de la 
salud, permitiendo su participación en las decisiones 
del sistema de salud que le afecten, de conformidad 
con el artículo 9° de la presente ley y responder ade-
cuadamente a las necesidades de salud relacionadas 
con el género y el ciclo de vida. Los establecimientos 
deberán prestar los servicios para mejorar el estado 

-
dencialidad;

c) Accesibilidad. Los servicios y tecnologías de 
salud deben ser accesibles a todos desde el territo-
rio nacional, en condiciones de igualdad, dentro del 

vulnerables y al pluralismo cultural. La accesibili-
dad comprende la no discriminación, la accesibilidad 
física, la asequibilidad económica y el acceso a la 
información. Los pagos que la ley determine y que 
eventualmente se requieran no podrán convertirse en 
límites o barreras de acceso para recibir los servicios 
y tecnologías;

d) Calidad e idoneidad profesional. Los estable-
cimientos, servicios y tecnologías de salud deberán 
estar centrados en el usuario, ser apropiados desde 
el punto de vista médico y técnico y responder a es-
tándares de calidad aceptados por las comunidades 

salud adecuadamente competente, enriquecida con 

evaluación oportuna de la calidad de los servicios y 
tecnologías ofrecidos.

Así mismo, el derecho fundamental a la salud 
comporta los siguientes principios:

a) Universalidad. Los habitantes en el territorio 
colombiano gozarán efectivamente del derecho fun-
damental a la salud en todas las etapas de la vida;

b) Pro homine. Las autoridades y demás actores 
del sistema de salud, adoptarán la interpretación de 
las normas vigentes que sea más favorable a la pro-
tección del derecho fundamental a la salud de las per-
sonas;

c) Equidad. El Estado debe garantizar el acceso 
a los servicios y tecnologías del ámbito de la salud 
en todo el territorio nacional de manera adecuada a 
las distintas necesidades de la población, así como 

al mejoramiento de la salud de personas de escasos 
recursos, de los grupos vulnerables y de los sujetos de 
especial protección;

d) Continuidad. Las personas tienen derecho a re-
cibir los servicios de salud de manera continua. Una 
vez la provisión de un servicio ha sido iniciada, este 
no podrá ser interrumpido de manera intempestiva y 
arbitraria por razones administrativas o económicas;

e) Oportunidad. La prestación de los servicios y 
tecnologías de salud que se requieran con necesidad 
deben proveerse sin dilaciones que puedan agravar la 
condición de salud de las personas;

f) Protección a las niñas, niños y mujeres en 
estado de embarazo. El Estado establecerá medidas 

especial de las niñas, niños y mujeres en estado de 
embarazo en el marco del sistema de salud. También 
adoptará políticas de promoción y prevención dirigi-

g) Progresividad del derecho. El Estado promo-
verá la correspondiente ampliación gradual y conti-
nua del acceso a los servicios y tecnologías de salud, 
la mejora en su prestación, la ampliación de capaci-
dad instalada del sistema de salud y el mejoramiento 
del talento humano, así como la reducción gradual y 
continua de barreras culturales, económicas, geográ-

goce efectivo del derecho fundamental a la salud; 
h) Libre elección. Las personas tienen la libertad 

de elegir sus prestadores de servicios de salud dentro 
de la oferta disponible. La libertad de elegir presta-
dores de servicios de salud se sujetará a las siguien-
tes reglas: i) La oferta general de prestadores podrá 
ser limitada por la autoridad estatal competente que 
determine la ley, con base en razones atinentes a la 

-
cien el servicio de salud no podrá disminuir la calidad 
o afectar la continuidad en la provisión del servicio 
y deberán contemplar mecanismos de transición para 
evitar una afectación de la salud del usuario. Dicho 
cambio no podrá eliminar alternativas reales de esco-
gencia donde haya disponibilidad;

i) Sostenibilidad. El Estado dispondrá, por los 
medios que la ley estime apropiados, los recursos ne-

el goce efectivo del derecho fundamental a la salud;
j) Solidaridad. El sistema está basado en el mutuo 

apoyo entre las personas, generaciones, los sectores 
económicos, las regiones y las comunidades.
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Parágrafo. Los principios enunciados en este ar-
tículo se deberán interpretar de manera armónica sin 
privilegiar alguno de ellos sobre los demás. Lo ante-

-

constitucional como la promoción del interés superior 
de las niñas niños y mujeres en estado de embarazo 
y personas de escasos recursos, grupos vulnerables y 
sujetos de especial protección. 

Artículo 7°. Evaluación anual de los indicadores 
 El Ministerio de Salud y Protec-

ción Social divulgará evaluaciones anuales sobre los 
resultados de goce efectivo del derecho fundamental 
a la salud, en función de los elementos esenciales de 
accesibilidad, disponibilidad, aceptabilidad y calidad.

Con base en los resultados de dicha evaluación 
se deberán diseñar e implementar políticas públicas 
tendientes a mejorar las condiciones de salud de la 
población. 

El informe sobre la evolución de los indicadores 
de goce efectivo del derecho fundamental a la salud 
deberá ser presentado a todos los agentes del sistema.

Artículo 8°. Los servicios y tecno-
logías de salud deberán ser suministrados de manera 
completa para prevenir, paliar o curar la enfermedad, 
con independencia del origen de la enfermedad o con-
dición de salud, del sistema de provisión, cubrimien-

fragmentarse la responsabilidad en la prestación de 
-

lud del usuario. Tampoco se podrá negar un servicio 
de salud estrechamente vinculado con otro cubierto 
por el sistema. 

En los casos en los que exista duda sobre el alcance 
de un servicio o tecnología de salud cubierto por el Esta-
do, se entenderá que este comprende todos los elemen-
tos esenciales para lograr su objetivo médico respecto de 

Parágrafo 1°. Para efectos del presente artículo 
se entiende por tecnología o servicio de salud aque-
llos directamente relacionados con el tratamiento 
y el cumplimiento del objetivo preventivo o tera-
péutico.

Parágrafo 2°. Para efectos del presente artículo las 
prestaciones de carácter individual, tales como la ali-
mentación, el transporte, la educación, la habitación 
y los demás servicios o tecnologías de concomitantes 
para el manejo de las condiciones sociales, económi-

con recursos diferentes a los destinados al cubrimiento 
de los servicios y tecnologías de salud. La ley determi-

Excepcionalmente para casos que afecten o pon-
gan en grave riesgo la salud de una comunidad podrán 
concurrir los recursos del sistema.

Artículo 9°.  Es 
deber del Estado adoptar políticas públicas dirigidas a 
lograr la reducción de las desigualdades de los deter-
minantes sociales de la salud que incidan en el goce 
efectivo del derecho a la salud, promover el mejora-
miento de la salud, prevenir la enfermedad y elevar 
el nivel de la calidad de vida. Estas políticas estarán 
orientadas principalmente al logro de la equidad en 
salud.

El legislador creará los mecanismos que permitan 

tienen un impacto directo en los resultados en salud y 

determinará los procesos para que las autoridades del 
sector salud participen en la toma de decisiones con-
ducentes al mejoramiento de dichos resultados.

Parágrafo. Se entiende por determinantes sociales 
de salud aquellos factores que determinan la aparición 
de la enfermedad, tales como los sociales, económi-
cos, culturales, nutricionales, ambientales, ocupacio-
nales, habitacionales, de educación y de acceso a los 

recursos diferentes a los destinados al cubrimiento de 
los servicios y tecnologías de salud.

Artículo 10. Derechos y deberes de las personas, 
 

Las personas tienen los siguientes derechos relaciona-
dos con la prestación del servicio de salud:

a) A acceder a los servicios y tecnologías de salud, 
que le garanticen una atención integral, oportuna y de 
alta calidad;

b) A elegir libremente al prestador de servicios de 
-

ministro de información por parte del Ministerio de 
Salud y Protección Social;

c) Recibir la atención de urgencias que sea reque-
rida con la oportunidad que su condición amerite sin 
que sea exigible documento o cancelación de pago 
previo alguno;

d) A mantener una comunicación plena, perma-
nente, expresa y clara con el profesional de la salud 
tratante; 

-
ciente por parte del profesional de la salud tratante 
que le permita tomar decisiones libres, conscientes e 
informadas respecto de los procedimientos que le va-
yan a practicar y riesgos de los mismos. Ninguna per-
sona podrá ser obligada, contra su voluntad, a recibir 
un tratamiento de salud;

f) A recibir prestaciones de salud en las condicio-
nes y términos consagrados en la ley;

g) A recibir un trato digno, respetando sus creen-
cias y costumbres, así como las opiniones personales 
que tengan sobre los procedimientos;

h) A que la historia clínica sea tratada de manera 

conocida por terceros, previa autorización del pacien-
te o en los casos previstos en la ley, y a poder consul-
tar la totalidad de su historia clínica en forma gratuita 
y a obtener copia de la misma;

i) A que se le preste durante todo el proceso de la en-
fermedad, asistencia de calidad por trabajadores de la sa-
lud debidamente capacitados y autorizados para ejercer; 

j) A la provisión y acceso oportuno a las tecnolo-
gías y a los medicamentos requeridos; 

k) A recibir los servicios de salud en condiciones 
de higiene, seguridad y respeto a su intimidad;

-
dad de toda la información que sea suministrada en 
el ámbito del acceso a los servicios de salud y de las 
condiciones de salud y enfermedad de la persona, sin 
perjuicio de la posibilidad de acceso a la misma por 
los familiares en los eventos autorizados por la ley o 
las autoridades en las condiciones que esta determine;

m) A recibir información sobre los canales forma-
les para presentar reclamaciones, quejas, sugerencias 
y en general, para comunicarse con la administración 
de las instituciones, así como a recibir una respuesta 
por escrito; 
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n) A recibir una segunda opinión por parte de un 
profesional de la salud cuando lo considere pertinen-
te. Dicha consulta será considerada como un servi-
cio cubierto; 

o) A solicitar y recibir explicaciones o rendición 
de cuentas acerca de los costos por los tratamientos 
de salud recibidos;

p) A que se le respete la voluntad de aceptación o 
negación de la donación de sus órganos de conformi-
dad con la ley;

q) A no ser sometidos en ningún caso a tratos crue-
les o inhumanos que afecten su dignidad, ni a ser obli-
gados a soportar sufrimiento evitable, ni obligados a 
padecer enfermedades que pueden recibir tratamiento;

r) A que no se le trasladen las cargas administrati-
vas y burocráticas que le corresponde asumir a los en-
cargados o intervinientes en la prestación del servicio; 

s) Agotar las posibilidades razonables de trata-
miento efectivo para la superación de su enfermedad;

Son deberes de las personas relacionados con el 
servicio de salud, los siguientes:

a) Propender por su autocuidado, el de su familia y 
el de su comunidad;

b) Atender oportunamente las recomendaciones 
formuladas en los programas de promoción y preven-
ción;

c) Actuar de manera solidaria ante las situaciones 
que pongan en peligro la vida o la salud de las perso-
nas;

d) Respetar al personal responsable de la presta-
ción y administración de los servicios salud;

e) Usar adecuada y racionalmente las prestaciones 
ofrecidas, así como los recursos del sistema;

f) Cumplir las normas del sistema de salud;
g) Actuar de buena fe frente al sistema de salud;
h) Suministrar de manera voluntaria, oportuna y 

del servicio;

los gastos que demande la atención en salud y la se-
guridad social en salud, de acuerdo con su capacidad 
de pago. 

Parágrafo 1°. Los efectos del incumplimiento de 
estos deberes solo podrán ser determinados por el le-
gislador. En ningún caso su incumplimiento podrá ser 
invocado para impedir o restringir el acceso oportuno 
a servicios de salud requeridos con necesidad.

Parágrafo 2°. 
necesarias para promover el cumplimiento de los de-
beres de las personas, sin perjuicio de lo establecido 
en el parágrafo 1°.

Artículo 11.  La aten-
ción de niños, niñas y adolescentes, mujeres en estado 
de embarazo, desplazados, víctimas de violencia y del 

en condición de discapacidad, gozarán de especial pro-
tección por parte del Estado. Su atención en salud no 
estará limitada por ningún tipo de restricción adminis-
trativa o económica. Las instituciones que hagan parte 

intersectoriales e interdisciplinarios que le garanticen 
las mejores condiciones de atención.

En el caso de las mujeres en estado de embarazo, 
se adoptarán medidas para garantizar el acceso a los 
servicios de salud que requieren con necesidad duran-

te el embarazo y con posterioridad al mismo y para 
garantizar que puedan ejercer sus derechos funda-
mentales en el marco del acceso a servicios de salud. 

Parágrafo 1°. Las victimas de cualquier tipo de 
violencia sexual tienen derecho a acceder de manera 
prioritaria a los tratamientos sicológicos y siquiátri-
cos que requieran. 

Parágrafo 2°. En el caso de las personas víctimas 
-

sarrollará el programa de atención psicosocial y salud 
integral a las víctimas de que trata el artículo 137 de 
la Ley 1448 de 2011.

CAPÍTULO II
Garantía y mecanismos de protección  

del derecho fundamental a la salud
Artículo 12. Participación en las decisiones del 

El Derecho a la salud comprende la 
intervención activa de la comunidad en su organiza-

-
nes que la afectan o interesan; también se debe garan-
tizar que las decisiones democráticamente discutidas 
y consensuadas con los ciudadanos tengan carácter 
vinculante. Este derecho incluye:

a) Participar en la formulación de la política de sa-
lud así como en los planes para su implementación;

b) Participar en las instancias de deliberación, vee-
duría y seguimiento del Sistema;

c) Participar en los programas de promoción y pre-
vención que sean establecidos;

d) Participar en las decisiones de inclusión o ex-
clusión de servicios y tecnologías;

-
ridades de salud;

una limitación o restricción en las condiciones de ac-
ceso a establecimientos de salud;

g) Participar en la evaluación de los resultados de 
las políticas de salud.

Artículo 13.  El sistema de sa-
lud estará organizado en redes integrales de servicios 
de salud, las cuales podrán ser públicas, privadas o 
mixtas.

Artículo 14. Prohibición de la negación de pres-
 Para acceder a servicios y tecno-

logías de salud no se requerirá ningún tipo de autori-
zación administrativa entre el prestador de servicios 
y la entidad que cumpla la función de gestión de 
servicios de salud, salvo en aquellas circunstancias 
que determine el Ministerio de Salud y Protección 
Social.

Parágrafo. En los casos de negación de los servi-
cios que comprenden el derecho fundamental a la sa-
lud con independencia a su circunstancia, el Congreso 

penales y disciplinarias tanto de los representantes 
legales de las entidades a cargo de la prestación del 
servicio, como de las demás personas que contribu-
yen a la misma. 

Artículo 15.  El Sistema ga-
rantizará el derecho fundamental a la salud a través de 
la prestación de servicios y tecnologías, estructurados 
sobre una concepción integral de la salud, que incluya 
su promoción, la prevención, la paliación, la atención 
de la enfermedad y rehabilitación de sus secuelas. 
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En todo caso, los recursos públicos asignados a la 
-

nologías en los que se advierta alguno de los siguien-
tes criterios: 

-
sito cosmético o suntuario no relacionado con la recu-
peración o mantenimiento de la capacidad funcional 
o vital de las personas;

-

-
tividad clínica;

d) Que su uso no haya sido autorizado por la auto-
ridad competente;

e) Que se encuentren en fase de experimentación.
Los servicios o tecnologías que cumplan con esos 

criterios serán explícitamente excluidos por el Mi-
nisterio de Salud y Protección Social o la autoridad 
competente que determine la ley ordinaria, previo un 

colectivo, participativo y transparente. En cualquier 
caso, se deberá evaluar y considerar el criterio de ex-
pertos independientes de alto nivel, de las asociacio-
nes profesionales de la especialidad correspondiente 
y de los pacientes que serían potencialmente afecta-
dos con la decisión de exclusión. Las decisiones de 
exclusión no podrán resultar en el fraccionamiento de 
un servicio de salud previamente cubierto, y ser con-
trarias al principio de integralidad. 

Parágrafo 1°. Contra el acto administrativo que 
decida sobre la exclusión de un servicio o tecnolo-
gía de salud procederá el recurso de reconsideración 

decidido en un período no superior a veinte (20) días 
calendario. 

Parágrafo 2°. Una vez excluido el servicio o tec-
nología la autoridad competente deberá informar de 
dicha determinación a los Jueces de la República.

Parágrafo 3°. El Ministerio de Salud y Protec-
ción Social tendrá hasta dos años para implementar 
lo señalado en el presente artículo. En este lapso el 
Ministerio podrá desarrollar el mecanismo técnico, 
participativo y transparente para excluir servicio o 
tecnologías de salud.

Artículo 16.  
Contra los actos administrativos de carácter general 
que contengan decisiones de exclusión de un servicio 
o tecnología de salud se podrá interponer la acción de 
nulidad ante el Consejo de Estado. La acción deberá 
ser decidida en un término no superior a sesenta (60) 
días. Para tal efecto, cada una de las tres fases del 
proceso contencioso administrativo previsto en la Ley 
1437 de 2011 no podrá durar más de veinte (20) días.

Artículo 17. Procedimiento de resolución de con-
 Los 

-
nativas terapéuticas generadas a partir de la atención, 
serán dirimidos por las juntas médicas de los presta-
dores de servicios de salud o por las juntas médicas 
de la red de prestadores de servicios salud, de acuerdo 
con el procedimiento de que determine la ley.

CAPÍTULO III
Profesionales y trabajadores de la salud

Artículo 18.  Se garantiza 
la autonomía de los profesionales de la salud para 
adoptar decisiones sobre el tratamiento de los pacien-

tes que tienen a su cargo. Esta autonomía será ejercida 
en el marco de esquemas de autorregulación.

Se prohíbe todo constreñimiento, presión o res-
tricción del ejercicio profesional que atente contra la 
autonomía de los profesionales de la salud.

La vulneración de esta disposición será sancionada 
por los tribunales u organismos profesionales compe-
tentes y por los organismos de inspección, vigilancia 
y control en el ámbito de sus competencias.

Parágrafo. Queda expresamente prohibida la pro-
moción u otorgamiento de cualquier tipo de prebendas 
o dadivas a profesionales y trabajadores de la salud en 
el marco de su ejercicio laboral, sean estas en dinero 
o en especie por parte de proveedores; empresas far-
macéuticas, productoras, distribuidoras o comerciali-
zadoras de medicamentos o de insumos, dispositivos 
y/o equipos médicos o similares.

Artículo 19. Respeto a la dignidad de los profesio-
 Los trabajadores, y en 

general el talento humano en salud, estarán amparados 
por condiciones laborales justas y dignas, con estabili-
dad y facilidades para incrementar sus conocimientos, 
de acuerdo con las necesidades institucionales.

CAPÍTULO IV
Otras disposiciones

Artículo 20. -

veraz, oportuno, pertinente y transparente de los dife-
rentes tipos de datos generados por todos los actores, 
en sus diferentes niveles y su transformación en infor-
mación para la toma de decisiones, se implementará 
una política que incluya un sistema único de informa-
ción en salud, que integre los componentes demográ-

Los agentes del Sistema deben suministrar la in-
formación que requiera el Ministerio de Salud y Pro-
tección Social, en los términos y condiciones que se 
determine.

Artículo 21.  El 
Gobierno Nacional deberá implementar una política 
social de Estado que permita la articulación intersec-
torial con el propósito de garantizar los componentes 
esenciales del derecho, afectando de manera positiva 
los determinantes sociales de la salud.

De igual manera dicha política social de Estado se 
deberá basar en la promoción de la salud, prevención 
de la enfermedad y su atención integral, oportuna y de 
calidad, al igual que rehabilitación.

Artículo 22. Divulgación de información sobre 
 El Estado deberá promover 

la divulgación de información sobre los principales 

el mejoramiento en las prácticas clínicas y las rutas 
críticas.

Artículo 23. Política de Innovación, Ciencia y Tec-
 El Estado deberá establecer una po-

lítica de Innovación, Ciencia y Tecnológica en salud, 
orientada a la investigación y generación de nuevos 
conocimientos en salud, la adquisición y producción 
de las tecnologías, equipos y herramientas necesarias 
para prestar un servicio de salud de alta calidad que 
permita el mejoramiento de la calidad de vida de la 
población.

Artículo 24. El 
Gobierno Nacional establecerá una Política Farma-
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céutica Nacional, programática e integral en la que se 

-
ducción, compra y distribución de los insumos, tec-
nologías y medicamentos. Esta política estará basada 
en criterios de necesidad, calidad, costo efectividad, 

Con el objetivo de mantener la transparencia en la 
oferta de medicamentos necesarios para proteger el 
derecho fundamental a la salud, una vez por semestre 
la entidad responsable de la expedición del registro 
sanitario, emitirá un informe de carácter público so-
bre los registros otorgados a nuevos medicamentos 
incluyendo la respectiva información terapéutica. Así 
mismo, remitirá un listado de los registros negados 

dicha determinación.
Artículo 25. Deber de garantizar la disponibilidad 

 El Estado deberá 
garantizar la disponibilidad de los servicios de salud 
para toda la población en el territorio nacional, en es-
pecial, en las zonas marginadas o de baja densidad 
poblacional. La extensión de la red pública hospitala-
ria no depende de la rentabilidad económica, sino de 
la rentabilidad social. En zonas dispersas, el Estado 

-
gresivas y continuas, para garantizar opciones con el 

servicios de salud que requieran con necesidad.
Artículo 26. Destinación e inembargabilidad de 

 
salud son inembargables, tienen destinación especí-

previstos constitucional y legalmente.
Artículo 27.  La 

Defensoría del Pueblo y las Personerías Municipales 
dispondrán de los funcionarios necesarios para que en 
cada municipio y distrito opere la defensoría del pa-
ciente, propendiendo por la salvaguarda y garantía de 
los derechos de los pacientes o usuarios del sistema 
de salud frente a las instituciones del Sistema. 

La Defensoría del Paciente prestará sus servicios 
todos los días de la semana durante las 24 horas del día. 

Artículo 28.  La presente 
ley rige a partir de su publicación y deroga las dispo-
siciones que le sean contrarias.

3. -
nes para segundo debate

Con respecto al artículo 5°, relativo a las obliga-

Literal a) se cambia la palabra “injerir” por “afec-
tar”, ya que la primera implicaría que el Estado ten-
dría que asumir un papel pasivo frente al disfrute del 
derecho, lo cual es contrario al espíritu de esta ley, 
pues lo que se quiere es que el Estado sea el primer 
garante y responsable de este derecho fundamental. 

El literal a) lo que pretende es que las acciones u 
omisiones del Estado en ningún caso puedan afectar 
de manera negativa el disfrute de este derecho funda-
mental. 

La adición que se le hace al literal d) tiene por ob-
jeto fortalecer los mecanismos para evitar la violación 
del derecho fundamental. 

Con respecto al artículo 6°, relativo a los elemen-
tos y principios del derecho fundamental a la salud 

Accesibilidad. Se amplía el alcance de este ele-
mento esencial. 

Se incluyen los principios de obligatoriedad, portabi-

haya más claridad en que el Sistema de Salud cobija a 
todos los residentes en el territorio nacional sin necesi-
dad de requisito adicional alguno, independientemente 
del lugar donde residan o laboren y que el Estado es el 
garante de la transparencia en los procesos que se dan 
alrededor del derecho fundamental a la salud. 

Estos principios se encontraban contemplados en 
la ponencia original presentada por la Comisión Pri-
mera de Senado, publicada en la Gaceta del Congre-
so número 300 de 2013. 

Con respecto al artículo 10 se hacen las siguientes 

cuando el solicitante así lo quiera, pueda presentar sus 
reclamaciones, quejas o sugerencias de forma oral (más 
ágil) y recibirlas por este mismo medio si así lo deseare. 

Se adiciona un literal t), permitiendo que los usua-
rios puedan escoger libremente el sexo del profesional 
de la salud cuando la disponibilidad de los mismos así 

-
rio o paciente se sienta lo más cómodo posible con el 
profesional de la salud que lo atienda. Este texto se 
encontraba incluido en la ponencia presentada por la 
Comisión Primera de Senado, publicada en la Gaceta 
del Congreso número 300 de 2013.

Los artículos 13, 14 y 15 se encontraban estable-
cidos en la Ponencia presentada por la Comisión Pri-
mera de Senado (artículos 24 y 25) publicada en la 
Gaceta del Congreso número 300 de 2013. 

El actual artículo 15 es la segunda parte de lo que 
era el literal c) del artículo 25 de la mencionada Po-
nencia de la Comisión Primera de Senado. 

En el artículo 19 se agrega la expresión “sin perjuicio 
de la acción de tutela” para que quede claro que lo esti-
pulado en este artículo o en cualquier otro de la Ponencia 

posibilidad de interponerla en cualquier momento. 
Al artículo 30 simplemente se le incluyó el enca-

bezado del artículo. 
3. Proposición
De conformidad con las consideraciones expues-

tas, se solicita dar segundo debate al Proyecto de 
Ley número 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cá-
mara, por medio de la cual se regula el derecho fun-
damental a la salud y se dictan otras disposiciones. 

De los señores Congresistas, 
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TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DE-
BATE AL PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA 
NÚMERO 209 DE 2013 SENADO, 267 DE 2013 

CÁMARA
Título. Igual al aprobado por las Comisiones pri-

meras Conjuntas de Senado y Cámara. 
Artículos del 1° al 4°. Igual a los aprobados por las 

Comisiones Primeras Conjuntas de Senado y Cámara. 
El artículo 5° quedará así: 
Artículo 5°. Obligaciones del Estado. El Esta-

do es responsable de respetar, proteger y garantizar 
el goce efectivo del derecho fundamental a la salud; 
para ello deberá:

a) Abstenerse de afectar directa o indirectamen-
te el disfrute del derecho fundamental a la salud, de 
adoptar decisiones que lleven al deterioro de la salud 
de la población y de realizar cualquier acción u omi-
sión que pueda resultar en un daño en la salud de las 
personas;

b) Formular y adoptar políticas de salud dirigidas 
a garantizar el goce efectivo del derecho en igualdad 
de oportunidades para toda la población, asegurando 
para ello la coordinación armónica de las acciones de 
todos los agentes del Sistema;

c) Formular y adoptar políticas que propendan por 
la promoción de la salud, prevención y atención de la 
enfermedad y rehabilitación de sus secuelas, median-
te acciones colectivas e individuales;

d) Establecer mecanismos 
efectivos y oportunos para evitar la violación del de-
recho fundamental a la salud y determinar su régimen 
sancionatorio;

e) Ejercer una adecuada inspección, vigilancia y 
control mediante un órgano y/o las entidades especia-
lizadas que se determinen para el efecto;

f) Velar por el cumplimiento de los principios del 
derecho fundamental a la salud en todo el territorio 
nacional, según las necesidades de salud de la pobla-
ción;

g) Realizar el seguimiento continuo de la evolu-
ción de las condiciones de salud de la población a lo 
largo del ciclo de vida de las personas;

h) Realizar evaluaciones sobre los resultados de 
goce efectivo del derecho fundamental a la salud, en 
función de sus principios y sobre la forma como el 
Sistema avanza de manera razonable y progresiva en 
la garantía al derecho fundamental de salud;

i) Adoptar la regulación y las políticas indispensa-

-

en salud de la población;
j) Intervenir el mercado de medicamentos, disposi-

-
zar su utilización, evitar las inequidades en el acceso, 
asegurar la calidad de los mismos o en general cuando 
pueda derivarse una grave afectación de la prestación 
del servicio.

El artículo 6° quedará así: 
Artículo 6°. Elementos y principios del derecho 

fundamental a la salud. El derecho fundamental a 
la salud incluye los siguientes elementos esenciales e 
interrelacionados:

a) Disponibilidad. El Estado deberá garantizar la 
existencia de servicios y tecnologías e instituciones 
de salud, así como de programas de salud y personal 
médico y profesional competente;

b) Aceptabilidad. Los diferentes agentes del sis-
tema deberán ser respetuosos de la ética médica así 
como de las diversas culturas de las personas, mino-
rías étnicas, pueblos y comunidades, respetando sus 
particularidades socioculturales y cosmovisión de la 
salud, permitiendo su participación en las decisiones 
del sistema de salud que le afecten, de conformidad 
con el artículo 12 de la presente ley y responder ade-
cuadamente a las necesidades de salud relacionadas 
con el género y el ciclo de vida. Los establecimientos 
deberán prestar los servicios para mejorar el estado 

-
dencialidad;

c) Accesibilidad. Los servicios y tecnologías de 
salud deben ser accesibles a todos los habitantes del 
territorio nacional, en condiciones de igualdad a las 

al pluralismo cultural. La accesibilidad comprende la 
no discriminación por razones de sexo, raza, orienta-
ción sexual, origen nacional, religión, edad, capaci-
dad económica o tipo de enfermedad que padezca; la 
accesibilidad física; la asequibilidad económica y el 
acceso a la información;

d) Calidad e idoneidad profesional. Los estable-
cimientos, servicios y tecnologías de salud deberán 
estar centrados en el usuario, ser apropiados desde 
el punto de vista médico y técnico y responder a es-
tándares de calidad aceptados por las comunidades 

salud adecuadamente competente, enriquecido con 

evaluación oportuna de la calidad de los servicios y 
tecnologías ofrecidos.

Así mismo, el derecho fundamental a la salud 
comporta los siguientes principios:

a) Universalidad. El Sistema de Salud cobija a 
todos los residentes en el territorio nacional durante 
todas las etapas de su vida;

b) Pro hómine. Las autoridades y demás actores 
del sistema de salud, adoptarán la interpretación de 
las normas vigentes que sea más favorable a la pro-
tección del derecho fundamental a la salud de las per-
sonas;

c) Equidad. El Estado debe garantizar el acceso 
a los servicios y tecnologías del ámbito de la salud 
en todo el territorio nacional de manera adecuada a 
las distintas necesidades de la población, así como 

al mejoramiento de la salud de personas de escasos 
recursos, de los grupos vulnerables y de los sujetos de 
especial protección;

d) Continuidad. Las personas tienen derecho a re-
cibir los servicios de salud de manera continua. Una 
vez la provisión de un servicio ha sido iniciado, este 
no podrá ser interrumpido de manera intempestiva y 
arbitraria por razones administrativas o económicas;

e) Oportunidad. La prestación de los servicios y 
tecnologías de salud que se requieran con necesidad 
deben proveerse sin dilaciones que puedan agravar la 
condición de salud de las personas;

f) Protección a las niñas, niños y mujeres en 
estado de embarazo. El Estado establecerá medidas 
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especial de las niñas, niños y mujeres en estado de 
embarazo en el marco del sistema de salud. También 
adoptará políticas de promoción y prevención dirigi-

g) Progresividad del derecho. El Estado pro-
moverá la correspondiente ampliación gradual y 
continua del acceso a los servicios y tecnologías de 
salud, la mejora en su prestación, la ampliación de 
capacidad instalada del sistema de salud y el mejo-
ramiento del talento humano, así como la reducción 
gradual y continua de barreras culturales, econó-
micas, geográficas, administrativas y tecnológicas 
que impidan el goce efectivo del derecho funda-
mental a la salud; 

h) Libre elección. Las personas tienen la libertad 
de elegir sus prestadores de servicios de salud dentro 
de la oferta disponible. La libertad de elegir presta-
dores de servicios de salud se sujetará a las siguien-
tes reglas: i) La oferta general de prestadores podrá 
ser limitada por la autoridad estatal competente que 
determine la ley, con base en razones atinentes a la 

-
cien el servicio de salud no podrá disminuir la calidad 
o afectar la continuidad en la provisión del servicio 
y deberán contemplar mecanismos de transición para 
evitar una afectación de la salud del usuario. Dicho 
cambio no podrá eliminar alternativas reales de esco-
gencia donde haya disponibilidad;

i) Sostenibilidad. El Estado dispondrá, por los 
medios que la ley estime apropiados, los recursos ne-

el goce efectivo del derecho fundamental a la salud;
j) Solidaridad. El sistema está basado en el mutuo 

apoyo entre las personas, generaciones, los sectores 
económicos, las regiones y las comunidades;

k) obligatoriedad. El Estado garantiza que todos 
los residentes en el territorio colombiano accedan a 
los servicios de salud; 

l) Portabilidad nacional. El Sistema de Salud 
debe garantizar a sus usuarios el acceso a los servicios 
de salud en todo el territorio nacional, independiente-
mente de su residencia o lugar de trabajo; 

m) Gratuidad. El Estado garantizará el derecho a 
la salud sin barrera económica alguna, ni demostra-
ción de capacidad de pago, sin perjuicio de que quien 
tenga capacidad de pago aporte o cotice;

n) Transparencia. El Estado debe garantizar la 
probidad, visibilidad y claridad de las actuaciones y 
en el manejo de los recursos por parte de los actores 
que participan en la garantía del derecho a la salud.

Parágrafo. Los principios enunciados en este ar-
tículo se deberán interpretar de manera armónica sin 
privilegiar alguno de ellos sobre los demás. Lo ante-

-

constitucional como la promoción del interés superior 
de las niñas, niños y mujeres en estado de embarazo 
y personas de escasos recursos, grupos vulnerables y 
sujetos de especial protección. 

Artículos del 7° al 9°. Igual a los aprobados por las 
Comisiones Primeras Conjuntas de Senado y Cámara. 

El artículo 10 quedará así: 
Artículo 10. Derechos y deberes de las personas, 

relacionados con la prestación del servicio de salud. 

Las personas tienen los siguientes derechos relaciona-
dos con la prestación del servicio de salud:

a) A acceder a los servicios y tecnologías de salud, 
que le garanticen una atención integral, oportuna y de 
alta calidad;

b) A elegir libremente al prestador de servicios de 
-

ministro de información por parte del Ministerio de 
Salud y Protección Social;

c) Recibir la atención de urgencias que sea reque-
rida con la oportunidad que su condición amerite sin 
que sea exigible documento o cancelación de pago 
previo alguno;

d) A mantener una comunicación plena, perma-
nente, expresa y clara con el profesional de la salud 
tratante; 

-
ciente por parte del profesional de la salud tratante 
que le permita tomar decisiones libres, conscientes e 
informadas respecto de los procedimientos que le va-
yan a practicar y riesgos de los mismos. Ninguna per-
sona podrá ser obligada, contra su voluntad, a recibir 
un tratamiento de salud;

f) A recibir prestaciones de salud en las condicio-
nes y términos consagrados en la ley;

g) A recibir un trato digno, respetando sus creen-
cias y costumbres, así como las opiniones personales 
que tengan sobre los procedimientos;

h) A que la historia clínica sea tratada de manera 

conocida por terceros, previa autorización del pacien-
te o en los casos previstos en la ley, y a poder consul-
tar la totalidad de su historia clínica en forma gratuita 
y a obtener copia de la misma;

i) A que se le preste durante todo el proceso de la 
enfermedad, asistencia de calidad por trabajadores de 
la salud debidamente capacitados y autorizados para 
ejercer; 

j) A la provisión y acceso oportuno a las tecnolo-
gías y a los medicamentos requeridos; 

k) A recibir los servicios de salud en condiciones 
de higiene, seguridad y respeto a su intimidad;

-
dad de toda la información que sea suministrada en 
el ámbito del acceso a los servicios de salud y de las 
condiciones de salud y enfermedad de la persona, sin 
perjuicio de la posibilidad de acceso a la misma por 
los familiares en los eventos autorizados por la ley o 
las autoridades en las condiciones que esta determine;

m) A recibir información sobre los canales forma-
les para presentar reclamaciones, quejas, sugerencias 
orales y por escrito y en general, para comunicarse 
con la administración de las instituciones, así como a 
recibir una respuesta por escrito y oral; 

n) A recibir una segunda opinión por parte de un 
profesional de la salud cuando lo considere pertinen-
te. Dicha consulta será considerada como un servi-
cio cubierto; 

o) A solicitar y recibir explicaciones o rendición 
de cuentas acerca de los costos por los tratamientos 
de salud recibidos;

p) A que se le respete la voluntad de aceptación o 
negación de la donación de sus órganos de conformi-
dad con la ley;
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q) A no ser sometidos en ningún caso a tratos 
crueles o inhumanos que afecten su dignidad, ni 
a ser obligados a soportar sufrimiento evitable, ni 
obligados a padecer enfermedades que pueden reci-
bir tratamiento;

r) A que no se le trasladen las cargas adminis-
trativas y burocráticas que le corresponde asumir 
a los encargados o intervinientes en la prestación 
del servicio; 

s) Agotar las posibilidades razonables de trata-
miento efectivo para la superación de su enfermedad;

t) A escoger libremente el sexo del profesional de 
la salud tratante. Este derecho estará sujeto a la dispo-
nibilidad de los mismos. 

Son deberes de las personas relacionados con el 
servicio de salud, los siguientes:

a) Propender por su autocuidado, el de su familia y 
el de su comunidad;

b) Atender oportunamente las recomendaciones for-
muladas en los programas de promoción y prevención;

c) Actuar de manera solidaria ante las situacio-
nes que pongan en peligro la vida o la salud de las 
personas;

d) Respetar al personal responsable de la presta-
ción y administración de los servicios salud;

e) Usar adecuada y racionalmente las prestaciones 
ofrecidas, así como los recursos del sistema;

f) Cumplir las normas del sistema de salud; 
g) Actuar de buena fe frente al sistema de salud;
h) Suministrar de manera voluntaria, oportuna y 

del servicio.
Parágrafo 1°. Los efectos del incumplimiento de 

estos deberes solo podrán ser determinados por el le-
gislador. En ningún caso su incumplimiento podrá ser 
invocado para impedir o restringir el acceso oportuno 
a servicios de salud requeridos con necesidad.

Parágrafo 2°. 
necesarias para promover el cumplimiento de los de-
beres de las personas, sin perjuicio de lo establecido 
en el parágrafo 1°.

Artículos del 11 al 12. Igual a los aprobados por las 
Comisiones Primeras Conjuntas de Senado y Cámara. 

El artículo 13 quedará así: 
Artículo 13. Del Sistema Único de Salud. 

de garantizar el derecho fundamental a la salud, el Es-
tado creará un Sistema Único de Salud, con asegura-
miento de carácter público social.

El Sistema garantizará el derecho a la salud a tra-
vés de prestación de servicios, estructurados sobre 
una concepción integral de la salud, que incluye pro-
moción de ella, prevención y atención de la enferme-
dad, y rehabilitación de sus secuelas, privilegiando la 
estrategia de atención primaria.

El artículo 14 quedará así: 
Artículo 14. Modelo de servicio. El Sistema Úni-

co de Salud estará organizado en redes integrales de 
servicios de salud de carácter público con participa-
ción del sector privado, articuladas por la estrategia 
de atención primaria en salud. 

servicio público de acceso a la salud y establecerá las 
políticas, procedimientos, instituciones y esquemas 

para su ejecución, de conformidad con los principios 
constitucionales y los criterios establecidos por el 
presente ordenamiento.

En todo caso el modelo de salud que se adopte de-
berá aplicar las siguientes condiciones:

a) La rectoría y dirección estará a cargo del Estado 
y es indelegable;

b)  La cobertura será universal y obligatoria;
c) Las entidades administradoras de salud, si las 

hubiere, o quien haga sus veces, serán exclusivamen-
te de naturaleza pública; 

d) No podrá haber integración vertical; 
e) El aseguramiento debe ser de naturaleza pública;
f) Las entidades encargadas de la prestación del 

servicio de salud podrán ser de naturaleza pública, 
privada o mixta;

g) Las prestaciones se reconocerán sin distingo 
de la condición personal o socioeconómica y estarán 
determinadas por las necesidades de la población, la 
satisfacción del derecho humano a la salud y los re-
cursos que se comprometan en el servicio;

comprometerá los recursos que sean necesarios para 

i) El modelo de seguridad social en salud aplicará 
obligatoriamente la estrategia de atención primaria en 

-
cientes respecto de la aplicación de prácticas de me-
dicina familiar;

-
mos de seguimiento a su aplicación y los esquemas 
de auditoría aplicables a los diferentes componentes 
que lo integren.

-
-

nes y esquemas de análisis actuarial con los que se 
soporten las decisiones que las autoridades públicas 
deben adoptar en la materia.

La adopción de normas en materia de política so-
bre el sector salud respetará los principios y pautas 
sobre los que se estructure el modelo institucional 
del servicio, evitando distorsiones o ajustes parciales 

perjuicio de la adopción por el legislador de reformas 
estructurales que en todo caso respeten las prescrip-
ciones de la presente ley.

El artículo 15 quedará así: 
Artículo 15. Administración del servicio de sa-

lud. A las entidades administradoras de salud, si las 
hubiere, o quien haga sus veces, se les prohíbe ejercer 
otra actividad distinta o adicional a la administración 
del servicio de salud.

Artículo 16. Texto del artículo 13 aprobado por las 
Comisiones Primeras Conjuntas de Senado y Cámara.

Artículo 17. Texto del artículo 14 aprobado por las 
Comisiones Primeras Conjuntas de Senado y Cámara.

Artículo 18. Texto del artículo 15 aprobado por las 
Comisiones Primeras Conjuntas de Senado y Cámara.

El texto del artículo 19 quedará así: 
Artículo 19. Acción especial de nulidad en salud. 

Contra los actos administrativos de carácter general 
que contengan decisiones de exclusión de un servicio 
o tecnología de salud se podrá interponer, sin perjui-
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cio de la acción de tutela, la acción de nulidad ante el 
Consejo de Estado. La acción deberá ser decidida en 
un término no superior a sesenta (60) días. Para tal 
efecto, cada una de las tres fases del proceso conten-
cioso administrativo previsto en la Ley 1437 de 2011 
no podrá durar más de veinte (20) días.

Artículo 20. Texto del artículo 17 aprobado por las 
Comisiones Primeras Conjuntas de Senado y Cámara.

Artículo 21. Texto del artículo 18 aprobado por las 
Comisiones Primeras Conjuntas de Senado y Cámara.

Artículo 22. Texto del artículo 19 aprobado por las 
Comisiones Primeras Conjuntas de Senado y Cámara.

Artículo 23. Texto del artículo 20 aprobado por las 
Comisiones Primeras Conjuntas de Senado y Cámara.

Artículo 24. Texto del artículo 21 aprobado por las 
Comisiones Primeras Conjuntas de Senado y Cámara.

Artículo 25. Texto del artículo 22 aprobado por las 
Comisiones Primeras Conjuntas de Senado y Cámara.

Artículo 26. Texto del artículo 23 aprobado por las 
Comisiones Primeras Conjuntas de Senado y Cámara.

Artículo 27. Texto del artículo 24 aprobado por las 
Comisiones Primeras Conjuntas de Senado y Cámara.

Artículo 28. Texto del artículo 25 aprobado por las 
Comisiones Primeras Conjuntas de Senado y Cámara.

Artículo 29. Texto del artículo 26 aprobado por las 
Comisiones Primeras Conjuntas de Senado y Cámara.

El artículo 30 quedará así: 
Artículo 30. De la Defensoría del Paciente. La 

Defensoría del Pueblo y las Personerías Municipales 
dispondrán de los funcionarios necesarios para que en 
cada municipio y distrito opere la defensoría del pa-
ciente, propendiendo por la salvaguarda y garantía de 
los derechos de los pacientes o usuarios del Sistema 
de Salud frente a las instituciones del Sistema. 

La Defensoría del Paciente prestará sus servicios 
todos los días de la semana durante las 24 horas del día. 

Artículo 31. Texto del artículo 28 aprobado por las 
Comisiones primeras Conjuntas de Senado y Cámara.

De los señores Congresistas, 

De conformidad con el inciso 2° del artículo 165 
de la Ley 5ª de 1992, se autoriza la publicación del 
presente informe.

La Presidenta, 

El Secretario,

TEXTO APROBADO POR LAS COMISIONES 
PRIMERAS DEL HONORABLE SENADO DE 
LA REPÚBLICA Y DE LA HONORABLE CÁ-
MARA DE REPRESENTANTES SESIONES 
CONJUNTAS AL PROYECTO DE LEY ESTA-
TUTARIA NÚMERO 209 DE 2013 SENADO, 267 

DE 2013 CÁMARA 
por medio de la cual se regula el derecho fundamen-

El Congreso de Colombia
DECRETA:

CAPÍTULO I
Objeto, elementos esenciales, principios,  

derechos y deberes
Artículo 1°.  La presente ley tiene por ob-

jeto garantizar el derecho fundamental a la salud, re-
gularlo y establecer sus mecanismos de protección.

Artículo 2°. Naturaleza y contenido del derecho 
fundamental a la salud. El derecho fundamental a la 
salud es autónomo e irrenunciable en lo individual y 
en lo colectivo.

Comprende el acceso a los servicios de salud de 
-

vación, el mejoramiento y la promoción de la salud. 
El Estado adoptará políticas para asegurar la igual-
dad de oportunidades en el acceso a las actividades 
de promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento, 
rehabilitación y paliación para todas las personas. Su 
prestación como servicio público esencial obligato-
rio, se ejecuta bajo la indelegable dirección, supervi-
sión, coordinación y control del Estado.

Artículo 3°. Ámbito de aplicación  La presente ley 
se aplica a todos agentes, usuarios y demás que inter-
vengan de manera directa o indirecta, en la garantía 
del derecho fundamental a la salud.

Artículo 4°.  Es el 
conjunto articulado y armónico de principios y nor-
mas; políticas públicas; instituciones; competencias 
y procedimientos; facultades, obligaciones, derechos 

evaluación, que el Estado disponga para la garantía y 
materialización del derecho fundamental de la salud.

Artículo 5°. Obligaciones del Estado  El Estado es 
responsable de respetar, proteger y garantizar el goce 
efectivo del derecho fundamental a la salud; para ello 
deberá:

a) Abstenerse de injerir directa o indirectamente 
en el disfrute del derecho fundamental a la salud, de 
adoptar decisiones que lleven al deterioro de la salud 
de la población y de realizar cualquier acción u omi-
sión que pueda resultar en un daño en la salud de las 
personas;

b) Formular y adoptar políticas de salud dirigidas 
a garantizar el goce efectivo del derecho en igualdad 
de oportunidades para toda la población, asegurando 
para ello la coordinación armónica de las acciones de 
todos los agentes del Sistema;

c) Formular y adoptar políticas que propendan por 
la promoción de la salud, prevención y atención de la 
enfermedad y rehabilitación de sus secuelas, median-
te acciones colectivas e individuales;

d) Establecer mecanismos para evitar la violación 
del derecho fundamental a la salud y determinar su 
régimen sancionatorio;
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e) Ejercer una adecuada inspección, vigilancia y 
control mediante un órgano y/o las entidades especia-
lizadas que se determinen para el efecto;

f) Velar por el cumplimiento de los principios del 
derecho fundamental a la salud en todo el territorio 
nacional, según las necesidades de salud de la pobla-
ción;

g) Realizar el seguimiento continuo de la evolu-
ción de las condiciones de salud de la población a lo 
largo del ciclo de vida de las personas; 

h) Realizar evaluaciones sobre los resultados de 
goce efectivo del derecho fundamental a la salud, en 
función de sus principios y sobre la forma como el 
Sistema avanza de manera razonable y progresiva en 
la garantía al derecho fundamental de salud;

i) Adoptar la regulación y las políticas indispensa-

-

en salud de la población;
j) Intervenir el mercado de medicamentos, disposi-

-
zar su utilización, evitar las inequidades en el acceso, 
asegurar la calidad de los mismos o en general cuando 
pueda derivarse una grave afectación de la prestación 
del servicio.

Artículo 6°. Elementos y principios del derecho 
 El derecho fundamental a la 

salud incluye los siguientes elementos esenciales e in-
terrelacionados:

a) Disponibilidad. El Estado deberá garantizar la 
existencia de servicios y tecnologías e instituciones 
de salud, así como de programas de salud y personal 
médico y profesional competente;

b) Aceptabilidad. Los diferentes agentes del sis-
tema deberán ser respetuosos de la ética médica así 
como de las diversas culturas de las personas, mino-
rías étnicas, pueblos y comunidades, respetando sus 
particularidades socioculturales y cosmovisión de la 
salud, permitiendo su participación en las decisiones 
del sistema de salud que le afecten, de conformidad 
con el artículo 13 de la presente ley y responder ade-
cuadamente a las necesidades de salud relacionadas 
con el género y el ciclo de vida. Los establecimientos 
deberán prestar los servicios para mejorar el estado 

-
dencialidad;

c) Accesibilidad. Los servicios y tecnologías de sa-
lud deben ser accesibles a todos desde el territorio na-
cional, en condiciones de igualdad, dentro del respeto a 

y al pluralismo cultural. La accesibilidad comprende la 
no discriminación, la accesibilidad física, la asequibili-
dad económica y el acceso a la información. Los pagos 
que la ley determine y que eventualmente se requieran 
no podrán convertirse en límites o barreras de acceso 
para recibir los servicios y tecnologías;

d) Calidad e idoneidad profesional. Los estable-
cimientos, servicios y tecnologías de salud deberán 
estar centrados en el usuario, ser apropiados desde 
el punto de vista médico y técnico y responder a es-
tándares de calidad aceptados por las comunidades 

salud adecuadamente competente, enriquecida con 

evaluación oportuna de la calidad de los servicios y 
tecnologías ofrecidos.

Así mismo, el derecho fundamental a la salud 
comporta los siguientes principios:

a) Universalidad. Los habitantes en el territorio 
colombiano gozarán efectivamente del derecho fun-
damental a la salud en todas las etapas de la vida;

b) Pro homine. Las autoridades y demás actores 
del sistema de salud, adoptarán la interpretación de las 
normas vigentes que sea más favorable a la protección 
del derecho fundamental a la salud de las personas;

c) Equidad. El Estado debe garantizar el acceso 
a los servicios y tecnologías del ámbito de la salud 
en todo el territorio nacional de manera adecuada a 
las distintas necesidades de la población, así como 

al mejoramiento de la salud de personas de escasos 
recursos, de los grupos vulnerables y de los sujetos de 
especial protección;

d) Continuidad. Las personas tienen derecho a re-
cibir los servicios de salud de manera continua. Una 
vez la provisión de un servicio ha sido iniciado, este 
no podrá ser interrumpido de manera intempestiva y 
arbitraria por razones administrativas o económicas; 

e) Oportunidad. La prestación de los servicios y 
tecnologías de salud que se requieran con necesidad 
deben proveerse sin dilaciones que puedan agravar la 
condición de salud de las personas;

f) Protección a las niñas, niños y mujeres en 
estado de embarazo. El Estado establecerá medidas 

especial de las niñas, niños y mujeres en estado de 
embarazo en el marco del sistema de salud. También 
adoptará políticas de promoción y prevención dirigi-

g) Progresividad del derecho. El Estado promo-
verá la correspondiente ampliación gradual y conti-
nua del acceso a los servicios y tecnologías de salud, 
la mejora en su prestación, la ampliación de capaci-
dad instalada del sistema de salud y el mejoramiento 
del talento humano, así como la reducción gradual y 
continua de barreras culturales, económicas, geográ-

goce efectivo del derecho fundamental a la salud; 
h) Libre elección. Las personas tienen la libertad 

de elegir sus prestadores de servicios de salud dentro 
de la oferta disponible. La libertad de elegir presta-
dores de servicios de salud se sujetará a las siguien-
tes reglas: i) La oferta general de prestadores podrá 
ser limitada por la autoridad estatal competente que 
determine la ley, con base en razones atinentes a la 

-
cien el servicio de salud no podrá disminuir la calidad 
o afectar la continuidad en la provisión del servicio 
y deberán contemplar mecanismos de transición para 
evitar una afectación de la salud del usuario. Dicho 
cambio no podrá eliminar alternativas reales de esco-
gencia donde haya disponibilidad;

i) Sostenibilidad. El Estado dispondrá, por los 
medios que la ley estime apropiados, los recursos ne-

el goce efectivo del derecho fundamental a la salud;
j) Solidaridad. El sistema está basado en el mutuo 

apoyo entre las personas, generaciones, los sectores 
económicos, las regiones y las comunidades.

Parágrafo. Los principios enunciados en este ar-
tículo se deberán interpretar de manera armónica sin 
privilegiar alguno de ellos sobre los demás. Lo ante-
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-

constitucional como la promoción del interés superior 
de las niñas, niños y mujeres en estado de embarazo 
y personas de escasos recursos, grupos vulnerables y 
sujetos de especial protección.

Artículo 7°. Evaluación anual de los indica-
dores del goce efectivo  El Ministerio de Salud y 
Protección Social divulgará evaluaciones anuales 
sobre los resultados de goce efectivo del derecho 
fundamental a la salud, en función de los elementos 
esenciales de accesibilidad, disponibilidad, acepta-
bilidad y calidad.

Con base en los resultados de dicha evaluación 
se deberán diseñar e implementar políticas públicas 
tendientes a mejorar las condiciones de salud de la 
población. 

El informe sobre la evolución de los indicadores 
de goce efectivo del derecho fundamental a la salud 
deberá ser presentado a todos los agentes del sistema.

Artículo 8°. La Integralidad  Los servicios y tec-
nologías de salud deberán ser suministrados de mane-
ra completa para prevenir, paliar o curar la enferme-
dad, con independencia del origen de la enfermedad 
o condición de salud, del sistema de provisión, cubri-

podrá fragmentarse la responsabilidad en la presta-

de la salud del usuario. Tampoco se podrá negar un 
servicio de salud estrechamente vinculado con otro 
cubierto por el sistema. 

En los casos en los que exista duda sobre el alcance 
de un servicio o tecnología de salud cubierto por el Esta-
do, se entenderá que este comprende todos los elemen-
tos esenciales para lograr su objetivo médico respecto de 

Parágrafo 1°. Para efectos del presente artículo se 
entiende por tecnología o servicio de salud aquellos 
directamente relacionados con el tratamiento y el 
cumplimiento del objetivo preventivo o terapéutico.

Parágrafo 2°. Para efectos del presente artículo 
las prestaciones de carácter individual, tales como 
la alimentación, el transporte, la educación, la ha-
bitación y los demás servicios o tecnologías conco-
mitantes para el manejo de las condiciones sociales, 
económicas, biológicas y de comportamiento, serán 

al cubrimiento de los servicios y tecnologías de salud. 

y tecnologías.
Excepcionalmente para casos que afecten o pon-

gan en grave riesgo la salud de una comunidad podrán 
concurrir los recursos del sistema. 

Artículo 9°. Determinantes sociales de salud  El 
Estado tiene el deber de adoptar políticas públicas di-
rigidas a lograr la reducción de las desigualdades en 
el goce efectivo del derecho a la salud derivadas de 
los determinantes sociales de la salud, promover el 
mejoramiento de la salud, prevenir la enfermedad y 
elevar el nivel de la calidad de vida. Estas políticas 
estarán orientadas principalmente al logro de la equi-
dad en salud.

El legislador creará los mecanismos que permitan 

tienen un impacto directo en los resultados en salud y 
determinará los procesos para que las autoridades del 

sector salud participen en la toma de decisiones con-
ducentes al mejoramiento de dichos resultados.

Parágrafo. Se entiende por determinantes sociales 
de salud aquellos factores que determinan la apari-
ción de enfermedad, tales como los sociales, econó-
micos, culturales, nutricionales, ambientales, ocupa-
ciones, habitacionales, de educación y de acceso a los 

recursos diferentes a los destinados al cubrimiento de 
los servicios y tecnologías de salud.

Artículo 10. Derechos y deberes de las personas, 
relacionados con la prestación del servicio de salud  
Las personas tienen los siguientes derechos relaciona-
dos con la prestación del servicio de salud:

a) A acceder a servicios y tecnologías de salud, que 
le garanticen una atención integral, oportuna y de alta 
calidad;

b) A elegir libremente al prestador de servicios de 
-

ministro de información por parte del Ministerio de 
Salud y Protección Social;

c) Recibir la atención de urgencias que sea reque-
rida con la oportunidad que su condición amerite sin 
que sea exigible documento o cancelación de pago 
previo alguno;

d) A mantener una comunicación plena, perma-
nente, expresa y clara con el profesional de la salud 
tratante; 

-
ciente por parte del profesional de la salud tratante 
que le permita tomar decisiones libres, conscientes e 
informadas respecto de los procedimientos que le va-
yan a practicar y riesgos de los mismos. Ninguna per-
sona podrá ser obligada, contra su voluntad, a recibir 
un tratamiento de salud;

f) A recibir prestaciones de salud en las condicio-
nes y términos consagrados en la ley;

g) A recibir un trato digno, respetando sus creen-
cias y costumbres, así como las opiniones personales 
que tengan sobre los procedimientos;

h) A que la historia clínica sea tratada de manera 

conocida por terceros, previa autorización del pacien-
te o en los casos previstos en la ley, y a poder consul-
tar la totalidad de su historia clínica en forma gratuita 
y a obtener copia de la misma;

i) A que se le preste durante todo el proceso de la 
enfermedad, asistencia de calidad por trabajadores de 
la salud debidamente capacitados y autorizados para 
ejercer; 

j) A la provisión y acceso oportuno a las tecnolo-
gías y a los medicamentos requeridos; 

k) A recibir los servicios de salud en condiciones 
de higiene, seguridad y respeto a su intimidad;

-
dad de toda la información que sea suministrada en 
el ámbito del acceso a los servicios de salud y de las 
condiciones de salud y enfermedad de la persona, sin 
perjuicio de la posibilidad de acceso a la misma por 
los familiares en los eventos autorizados por la ley o 
las autoridades en las condiciones que esta determine;

m) A recibir información sobre los canales forma-
les para presentar reclamaciones, quejas, sugerencias 
y en general, para comunicarse con la administración 
de las instituciones, así como a recibir una respuesta 
por escrito; 
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n) A recibir una segunda opinión por parte de un 
profesional de la salud cuando lo considere pertinen-
te. Dicha consulta será considerada como un servicio 
cubierto; 

o) A solicitar y recibir explicaciones o rendición 
de cuentas acerca de los costos por los tratamientos 
de salud recibidos;

p) A que se le respete la voluntad de aceptación o 
negación de la donación de sus órganos de conformi-
dad con la ley;

q) A no ser sometidos en ningún caso a tratos crue-
les o inhumanos que afecten su dignidad, ni a ser obli-
gados a soportar sufrimiento evitable, ni obligados a 
padecer enfermedades que pueden recibir tratamiento;

r) A que no se le trasladen las cargas administrati-
vas y burocráticas que le corresponde asumir a los en-
cargados o intervinientes en la prestación del servicio; 

s) Agotar las posibilidades razonables de trata-
miento efectivo para la superación de su enfermedad.

 Son deberes de las personas relacionados con el 
servicio de salud, los siguientes:

a) Propender por su autocuidado, el de su familia y 
el de su comunidad;

b) Atender oportunamente las recomendaciones 
formuladas en los programas de promoción y preven-
ción;

c) Actuar de manera solidaria ante las situaciones 
que pongan en peligro la vida o la salud de las perso-
nas;

d) Respetar al personal responsable de la presta-
ción y administración de los servicios salud;

e) Usar adecuada y racionalmente las prestaciones 
ofrecidas, así como los recursos del sistema;

f) Cumplir las normas del sistema de salud;
g) Actuar de buena fe frente al sistema de salud;
h) Suministrar de manera voluntaria, oportuna y 

del servicio;

los gastos que demande la atención en salud y la se-
guridad social en salud, de acuerdo con su capacidad 
de pago. 

Parágrafo 1°. Los efectos del incumplimiento de 
estos deberes solo podrán ser determinados por el le-
gislador. En ningún caso su incumplimiento podrá ser 
invocado para impedir o restringir el acceso oportuno 
a servicios de salud requeridos con necesidad.

Parágrafo 2°
necesarias para promover el cumplimiento de los de-
beres de las personas, sin perjuicio de lo establecido 
en el parágrafo 1°.

Artículo 11.  La aten-
ción de niños, niñas y adolescentes, mujeres en estado de 
embarazo, desplazados, víctimas de violencia y del con-

condición de discapacidad, gozarán de especial protec-
ción por parte del Estado. Su atención en salud no estará 
limitada por ningún tipo de restricción administrativa o 
económica. Las instituciones que hagan parte del sector 

-
riales e interdisciplinarios que le garanticen las mejores 
condiciones de atención.

En el caso de las mujeres en estado de embarazo, 
se adoptarán medidas para garantizar el acceso a los 
servicios de salud que requieren con necesidad duran-

te el embarazo y con posterioridad al mismo y para 
garantizar que puedan ejercer sus derechos funda-
mentales en el marco del acceso a servicios de salud. 

Parágrafo 1°. Las víctimas de cualquier tipo de 
violencia sexual tienen derecho a acceder de manera 
prioritaria a los tratamientos sicológicos y siquiátri-
cos que requieran. 

Parágrafo 2°. En el caso de las personas víctimas 
-

sarrollará el programa de atención psicosocial y salud 
integral a las víctimas de que trata el artículo 137 de 
la Ley 1448 de 2011.

CAPÍTULO II 
Garantía y mecanismos de protección  

del derecho fundamental a la salud
Artículo 12. Participación en las decisiones del 

sistema de salud  El derecho a la salud comprende la 
intervención activa de la comunidad en su organiza-

-
nes que la afectan o interesan; también se debe garan-
tizar que las decisiones democráticamente discutidas 
y consensuadas con los ciudadanos tengan carácter 
vinculante. Este derecho incluye:

a) Participar en la formulación de la política de sa-
lud así como en los planes para su implementación;

b) Participar en las instancias de deliberación, vee-
duría y seguimiento del Sistema;

c) Participar en los programas de promoción y pre-
vención que sean establecidos;

d) Participar en las decisiones de inclusión o ex-
clusión de servicios y tecnologías;

-
ridades de salud; 

una limitación o restricción en las condiciones de ac-
ceso a establecimientos de salud;

g) Participar en la evaluación de los resultados de 
las políticas de salud.

Artículo 13. Redes de servicios  El sistema de sa-
lud estará organizado en redes integrales de servicios 
de salud, las cuales podrán ser públicas, privadas o 
mixtas.

Artículo 14. Prohibición de la negación de presta-
ción de servicios  Para acceder a servicios y tecnolo-
gías de salud no se requerirá ningún tipo de autoriza-
ción administrativa entre el prestador de servicios y la 
entidad que cumpla la función de gestión de servicios 
de salud, salvo en aquellas circunstancias que deter-
mine el Ministerio de Salud y Protección Social.

Parágrafo. En los casos de negación de los servicios 
que comprenden el derecho fundamental a la salud con 
independencia a su circunstancia, el Congreso de la Re-

disciplinarias tanto de los representantes legales de las 
entidades a cargo de la prestación del servicio, como de 
las demás personas que contribuyeron a la misma.

Artículo 15. Prestaciones de salud  El Sistema 
garantizará el derecho fundamental a la salud a tra-
vés de prestación de servicios y tecnologías estruc-
turados sobre una concepción integral de la salud, 
que incluya su promoción, la prevención, la palia-
ción, la atención de la enfermedad y rehabilitación 
de sus secuelas. 

En todo caso, los recursos públicos asignados a la 
-
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nologías en los que se advierta alguno de los siguien-
tes criterios: 

-
sito cosmético o suntuario no relacionado con la recu-
peración o mantenimiento de la capacidad funcional 
o vital de las personas;

-

-
tividad clínica;

d) Que su uso no haya sido autorizado por la auto-
ridad competente;

e) Que se encuentren en fase de experimentación.
Los servicios o tecnologías que cumplan con esos 

criterios serán explícitamente excluidos por el Mi-
nisterio de Salud y Protección Social o la autoridad 
competente que determine la ley ordinaria, previo un 

colectivo, participativo y transparente. En cualquier 
caso, se deberá evaluar y considerar el criterio de ex-
pertos independientes de alto nivel, de las asociacio-
nes profesionales de la especialidad correspondiente 
y de los pacientes que serían potencialmente afecta-
dos con la decisión de exclusión. Las decisiones de 
exclusión no podrán resultar en el fraccionamiento de 
un servicio de salud previamente cubierto, y ser con-
trarias al principio de integralidad. 

Parágrafo 1°. Contra el acto administrativo que de-
cida sobre la exclusión de un servicio o tecnología de 
salud procederá el recurso de reconsideración ante el 

en un período no superior a veinte (20) días calendario. 
Parágrafo 2°. Una vez excluido el servicio o tec-

nología la autoridad competente deberá informar de 
dicha determinación a los Jueces de la República.

Parágrafo 3°. El Ministerio de Salud y Protec-
ción Social tendrá hasta dos años para implementar 
lo señalado en el presente artículo. En este lapso el 
Ministerio podrá desarrollar el mecanismo técnico, 
participativo y transparente para excluir servicio o 
tecnologías de salud.

Artículo 16. Acción especial de nulidad en sa-
lud  Contra los actos administrativos de carácter 
general que contengan decisiones de exclusión de 
un servicio o tecnología de salud se podrá interpo-
ner la acción de nulidad ante el Consejo de Estado. 
La acción deberá ser decidida en un término no su-
perior a sesenta (60) días. Para tal efecto, cada una 
de las tres fases del proceso contencioso adminis-
trativo previsto en la Ley 1437 de 2011 no podrá 
durar más de veinte (20) días. 

Artículo 17. Procedimiento de resolución de con-
 Los 

-
nativas terapéuticas generadas a partir de la atención, 
serán dirimidos por las juntas médicas de los presta-
dores de servicios de salud o por las juntas médicas 
de la red de prestadores de servicios salud, de acuerdo 
con el procedimiento que determine la ley.

CAPÍTULO III
 Profesionales y trabajadores de la salud

Artículo 18. Autonomía profesional  Se garantiza 
la autonomía de los profesionales de la salud para 
adoptar decisiones sobre el tratamiento de los pacien-
tes que tienen a su cargo. Esta autonomía será ejercida 
en el marco de esquemas de autorregulación.

Se prohíbe todo constreñimiento, presión o res-
tricción del ejercicio profesional que atente contra la 
autonomía de los profesionales de la salud.

La vulneración de esta disposición será sancionada 
por los tribunales u organismos profesionales compe-
tentes y por los organismos de inspección, vigilancia 
y control en el ámbito de sus competencias.

Parágrafo. Queda expresamente prohibida la pro-
moción u otorgamiento de cualquier tipo de prebendas 
o dádivas a profesionales y trabajadores de la salud en 
el marco de su ejercicio laboral, sean estas en dinero 
o en especie por parte de proveedores; empresas far-
macéuticas, productoras, distribuidoras o comerciali-
zadoras de medicamentos o de insumos, dispositivos 
y/o equipos médicos o similares.

Artículo 19. Respeto a la dignidad de los profe-
 Los trabajado-

res, y en general el talento humano en salud, estarán 
amparados por condiciones laborales justas y dignas, 
con estabilidad y facilidades para incrementar sus co-
nocimientos, de acuerdo con las necesidades institu-
cionales.

CAPÍTULO IV
Otras disposiciones

Artículo 20. -
mación en salud
veraz, oportuno, pertinente y transparente de los dife-
rentes tipos de datos generados por todos los actores, 
en sus diferentes niveles y su transformación en infor-
mación para la toma de decisiones, se implementará 
una política que incluya un sistema único de informa-
ción en salud, que integre los componentes demográ-

Los agentes del Sistema deben suministrar la in-
formación que requiera el Ministerio de Salud y Pro-
tección Social, en los términos y condiciones que se 
determine.

Artículo 21. De la política pública en salud  El 
Gobierno Nacional deberá implementar una política 
social de estado que permita la articulación intersec-
torial con el propósito de garantizar los componentes 
esenciales del derecho, afectando de manera positiva 
los determinantes sociales de la salud.

De igual manera dicha política social de Estado se 
deberá basar en la promoción de la salud, prevención 
de la enfermedad y su atención integral, oportuna y de 
calidad, al igual que rehabilitación. 

Artículo 22. Divulgación de información sobre 
 El Estado deberá promover 

la divulgación de información sobre los principales 

el mejoramiento en las prácticas clínicas y las rutas 
críticas. 

Artículo 23. Política de innovación, ciencia y tec-
nología en salud  El Estado deberá establecer una po-
lítica de Innovación, Ciencia y Tecnológica en salud, 
orientada a la investigación y generación de nuevos 
conocimientos en salud, la adquisición y producción 
de las tecnologías, equipos y herramientas necesarias 
para prestar un servicio de salud de alta calidad que 
permita el mejoramiento de la calidad de vida de la 
población.

Artículo 24. Política farmacéutica nacional  El 
Gobierno Nacional establecerá una Política Farma-
céutica Nacional, programática e integral en la que se 
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-
ducción, compra y distribución de los insumos, tec-
nologías y medicamentos. Esta política estará basada 
en criterios de necesidad, calidad, costo efectividad, 

Con el objetivo de mantener la transparencia en la 
oferta de medicamentos necesarios para proteger el 
derecho fundamental a la salud, una vez por semestre 
la entidad responsable de la expedición del registro 
sanitario, emitirá un informe de carácter público so-
bre los registros otorgados a nuevos medicamentos 
incluyendo la respectiva información terapéutica. Así 
mismo, remitirá un listado de los registros negados 

dicha determinación.
Artículo 25. Deber de garantizar la disponibi-

lidad de servicios en zonas marginadas  El Estado 
deberá garantizar la disponibilidad de los servicios 
de salud para toda la población en el territorio nacio-
nal, en especial, en las zonas marginadas o de baja 
densidad poblacional. La extensión de la red pública 
hospitalaria no depende de la rentabilidad económi-
ca, sino de la rentabilidad social. En zonas disper-
sas, el Estado deberá adoptar medidas razonables 

oportunamente a los servicios de salud que requie-
ran con necesidad.

Artículo 26. Destinación e inembargabilidad de 
los recursos
salud son inembargables, tienen destinación especí-

previstos constitucional y legalmente. 
Artículo 27. La Defensoría del Pueblo y las Per-

sonerías Municipales dispondrán de los funcionarios 
necesarios para que en cada municipio y distrito opere 
la defensoría del paciente, propendiendo por la salva-
guarda y garantía de los derechos de los pacientes o 
usuarios del sistema de salud frente a las instituciones 
del sistema.

La Defensoría del Paciente prestará sus servicios 
todos los días de la semana durante las 24 horas del 
día.

Artículo 28. Vigencia y derogatorias  La presente 
ley rige a partir de su publicación y deroga las dispo-
siciones que le sean contrarias.

En los anteriores términos fue aprobado el Proyec-
to de Ley Estatutaria número 209 de 2013 Senado, 
267 de 2013 Cámara, por medio de la cual se regula 
el derecho fundamental a la salud y se dictan otras 
disposiciones, como consta en la sesión del día 5 de 
junio de 2013, Acta número 04 sesiones conjuntas. 

Los Ponentes coordinadores,
Karime Mota y Morad, honorable Senadora de la 

República; Gustavo Hernán Puentes Díaz, Adriana 
Franco Castaño, honorables Representantes a la Cá-
mara.

La Presidenta,
Honorable Senadora 

Los Secretarios,
Guillermo León Giraldo Gil,

Comisión Primera del Senado.
Emiliano Rivera Bravo,

Comisión Primera Cámara de Representantes.

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE EN EL 
SENADO DE LA REPÚBLICA AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 247 DE 2013 SENADO, 228 

DE 2012 CÁMARA
por la cual la Nación declara Patrimonio Histórico 
y Cultural de la Nación al municipio de Charalá del 
departamento de Santander, exaltando su aporte a lo 

Bogotá D. C., junio 6 de 2013
Honorable Senador
Roy Barreras Montealegre
Presidente
Senado de la República
Ciudad
Referencia: ponencia para segundo debate en el 

Senado de la República al Proyecto de ley número 
247 de 2013 Senado, 228 de 2012 Cámara, por la 
cual la Nación declara Patrimonio Histórico y Cultu-
ral de la Nación al municipio de Charalá del depar-
tamento de Santander, exaltando su aporte a lo Gesta 

Respetado doctor Barreras Montealegre:
En mi condición de ponente del proyecto de la re-

-
mito presentar ponencia para segundo debate en los 
siguientes términos:
Número proyecto de ley 247 de 2013 Senado, 228 de 

2012 Cámara.
Título por la cual la Nación declara 

Patrimonio Histórico y Cultu-
ral de la Nación al municipio de 
Charalá del departamento de 
Santander, exaltando su aporte 
a la Gesta Libertadora de Co-

Autor Holger Horacio Díaz Hernán-
dez.

Ponente Honorio Galvis A.
Ponencia -

ciones.
 

Gacetas del Congreso
Proyecto publicado: Gaceta del Congreso 

número 971 de 2012 y 48 de 
2013.

Ponencia para primer debate 
en Comisión Cuarta de Cá-
mara de Representantes

Gaceta del Congreso 
número 136 de 2013.

Ponencia para  segundo de-
bate  en plenaria de Cámara 
de Representantes

Gaceta del Congreso 
número 212 de 2013.

por la plenaria la Cámara de 
Representantes

Gaceta del Congreso 
número 236 de 2013.

Ponencia para primer debate 
en Comisión Cuarta de Se-
nado de la República

Gaceta del Congreso 
número 345 de 2013.

I. Objeto
Declarar patrimonio histórico y cultural de la Na-

ción a Charalá, municipio del departamento de San-
tander, por su valioso aporte a las luchas independen-
tistas del siglo XIX.

II. Consideraciones Generales
La exposición de motivos del proyecto de ley es un 

referente claro de la importancia del presente proyec-
to, por cuanto hace enunciación de aspectos históricos 
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y culturales que tienen relación directa con el objeto 
del presente proyecto. Por lo anterior, se recogen de la 
exposición de motivos los siguientes puntos, los cua-

de primer debate en la Comisión Cuarta Constitucio-
nal Permanente del Senado de la República:

2.1. Desde el punto de vista histórico
El municipio de Charalá hace parte del territorio 

descubierto en el año 1540 por Martín Galeano, con-
quistador español, siendo fundada como parroquia el 
1° de diciembre de 1701.

Se le atribuye a la palabra “Charalá” su origen en 

“Arboleda en medio de dos ríos”, término que fue 

Se le adjudica a Charalá el primer sitio de protesta 
-

sición de tributos.
La importancia de Charalá en la historia de Colom-

bia radica en los hechos de independencia, que sin lu-
gar a dudas, hacen referencia a la “batalla del Pienta”, 
acaecida el 4 de agosto de 1819, en donde se enfrenta-

a estas últimas que acompañaran las tropas de Barreiro 
en el puente de Boyacá el 7 de agosto de 1819.

Como corolario de esta batalla, se evidencia que 
diferentes pueblos, entre estos, Charalá, al advertir 

crearan las primeras milicias, lideradas por Fernando 
Santos Plata y María Antonia Santos Plata.

María Antonia Santos Plata1 en 1819 es apresada 
y llevada al Socorro siendo ejecutada el 28 de julio, 
situación que animó a que las tropas milicianas se to-
maran a Charalá con ayuda de los pueblos de Coro-
moro, Ocamonte, Cincelada, Riachuelo y Encino.

En la madrugada del 4 de agosto de 18192, el Capi-
tán Lucas González llega a Charalá generando muerte 
y destrucción. Ordena colgar a algunos prisioneros de 
los balcones de las casas, mientras otros son tortura-
dos por medio de cortes de orejas, nariz, extracción de 
ojos, entre otros vejámenes. Las milicias del Capitán 
Fernando Santos Plata son vencidas.

La ponencia para segundo debate en Cámara de 
Representantes, recuerda:

“Los relatos que sobre esta lucha desigual hacen 
los historiadores dan cuenta de que el saqueo y el 

en el recinto de la iglesia y el cementerio, con la vana 

cayó la niña Helenita Santos Rosillo, de tan solo trece 
años de edad, sobrina de doña Antonia Santos, quien 
fue mancillada dentro de la sacristía y tratando de 

“Charalá parecía un cementerio lleno de cadáveres 
destrozados, ruinas y lamentos”3

1 Se le atribuye o Antonio Santos la organización de lo gue-
rrilla de Coromoro o de Santos, la cual lucha por más de 
tres años en la reconquista contra los españoles. Su centro 
de operaciones fue la llamada “hacienda el hatillo”, sitio 
en el cual fue capturado el 12 de julio de 1819 para ser 
sentenciado a muerte el 16 de julio del mismo año.

2 (Santander, 2010, pág. 39) Álvaro Hernán Sarmiento 
Santander. La Batalla Pérdida. El Libro Total.

3  Gaceta del Congreso número 212 de 2013.

Simón Bolívar, al enterarse de lo situación ocurri-
da en Charalá ordena movimientos por Paipa y Toca, 
los cuales le sirvieron de estrategia paro la culmina-
ción de la Independencia en Boyacá. Esta victoria es 
atribuida por el impedimento que tuvo el capitán Gon-
zález en la Batalla de Pienta, para apoyar o Barreiro.

Consecuencialmente, se le atribuye a la batalla del 
Pienta, “la tesis de que si no hubiera sido por lo ocu-

hubiese sido distinta”4

Una frase que recuerda, y caracteriza tan histórico 
suceso es:

“‘¡Allá en Charalá murieron 300 guerreros de la 
libertad para que lo patria viviera!”5

En palabras de Álvaro Hernán Sarmiento San-
tander:

“Las calles de Charalá presentaban un espectácu 
lo dantesco, el hedor invadía todos los lugares, por 
todas partes se veían pedazos de cuerpos sangrantes 

6

En Charalá y lo que fue la Provincia del Socorro, 
se encuentran las memorias del llamado “régimen del 
terror” (1816 a 1819) en donde hombres y mujeres 
dieron su vida para obstaculizaron el poderío del ejér-
cito español. (Vanguardia Liberal, 2010)7

2.2 Desde el punto de vista cultural
No puede desconocerse uno de los grandes per-

sonajes de la historia, José Antonio Galán Zorro, lla-
mado “El Gran Capitán”, prócer charaleño a quien se 
le atribuye el levantamiento de la antorcha de la tem-
prana y truncada independencia. Galán, fue descuar-
tizado en Santafé de Bogotá el 1° de febrero de 1782.

4  Ponencia para segundo debate en Cámara de Represen-
tantes.

5  (Santander, 2010) Álvaro Hernán Sarmiento Santander. 
La Batalla Pérdida. El Libro Total.

6  (Santander. 2010. pág. 48)
7  Vanguardia Liberal. (18 de 07 de 2010). La Batalla del 

Pienta en Charalá: lucha por la tierra, la patria y la liber-
tad. Vanguardia Liberal.
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Este es un aparte de la sentencio que ordenó su 
muerte:

“Condenamos a José Antonio Galán a que sea sa-
cado de la cárcel, arrastrado y llevado al lugar del 
suplicio, donde sea puesto en la horca hasta cuando 

-
beza, se divida su cuerpo en cuatro partes y pasado 

-
-

da a Guaduas, teatro de sus escandalosos insultos: 
la mano derecha puesta en la plaza del Socorro, la 
izquierda en la villa de San Gil; el pie derecho en 
Charalá, lugar de su nacimiento, y el pie izquierdo 
en el lugar de Mogotes; declarado por infame su des-
cendencia, ocupados todos sus bienes y aplicados al 

esa manera se dé olvido a su infame nombre y acabe 
con tan vil persona, tan detestable memoria, sin que 
quede otra que la del odio y espanto que inspiran la 

8

Otro charaleño es Don José Acevedo y Gómez, na-
cido en 1773 y fallecido en 1817. Llamado “El Tribu-
no del Pueblo”, fue nombrado en 1808 Regidor Per-
petuo del Cabildo de Santafé y redactor del Acto de la 
Independencia del 20 de julio de 1810. Se le atribuyen 

-
namarca, en 1811 y la Declaración de Independencia 
Absoluta de la República de Tunja, en 1813.

A José Acevedo y Gómez se le recuerda por las si-
guientes palabras, las cuales sirvieron de aliento para 
el sentir revolucionario:

“Si perdéis estos momentos de efervescencia y ca-

de doce horas seréis tratados como insurgentes: ved 
los calabozos, los grillos y las cadenas que os espe-

La historia demuestra la importancia de Charalá 
en el proceso que labró la independencia, al consti-
tuirse en parte de la estrategia militar que derivó en el 
triunfo de la Batalla de Boyacá. Se suma a lo anterior, 
los ínclitos charaleños anónimos que ofrendaron su 
vida a la causa patriota y aquellos que con nombre 
propio, Galán y Acevedo, entre otros, levantaron la 
antorcha y la pluma para lo consecución del acta de 
independencia.

III. Fundamentos Jurídicos
El proyecto de ley no fue objeto de ninguna pro-

puesta a considerar en el debate adelantado en la Co-
misión Cuarta de Senado, por lo tanto se cumple con 
lo establecido en el artículo 175 de la Ley 5ª de 1992.

El proyecto de ley establece autorización al Go-
bierno Nacional, para que de conformidad con los 

-
corpore las partidas presupuestales para concurrir a la 

y de interés social e histórico para el municipio de 
Charalá; situación que es concordante, conforme las 
directrices establecidas por la Corte Constitucional, 
frente a este tipo de iniciativas. Por ello, cabe recordar 
lo establecido por la Corte Constitucional mediante 
Sentencia C-985 de 2006, del 29 de noviembre de 
2006, respecto a la iniciativa que tienen los Congre-
sistas para estos asuntos, a lo cual  ha manifestado que 
la autorización de gastos por parte del Congreso de la 
República no se constituye en una orden imperativa 
que conmine al Gobierno Nacional a desconocer su 
8 Ibíd.

competencia para determinar prioridades de confor-
midad con la disponibilidad presupuestal.

Sobre este aspecto, la Corte Constitucional igual-
mente ha determinado:

“Del anterior recuento se desprende que la Corte 
-

ro de constitucionalidad en contra de las normas que 
se limitan o “autorizar” al Gobierno para incluir un 
gasto, pero de ninguna manera lo conminan a hacer-

Orgánica del Presupuesto no se vulnera, en tanto el 
Gobierno conserva la potestad para decidir si incluye 
o no dentro de sus prioridades, y de acuerdo con la 
disponibilidad presupuestal, los gastos autorizados 

-
zaciones otorgados por el legislador al Gobierno Na-

territoriales, son compatibles con los mandatos de na-
turaleza orgánica sobre distribución de competencias 
y recursos contenidos en la Ley 715 de 2001 cuando 
se enmarcan dentro de las excepciones señalados en 
el artículo 102 de dicha ley, a saber, cuando se trata 

-
ción a cargo de la Nación con participación de las 
entidades territoriales, del principio de concurrencia, 

en desarrollo de funciones de competencia exclusiva 
de las entidades territoriales”9

En este orden de ideas, la Corte Constitucional ha-
ciendo un análisis de los artículos 150, 345 y 346 en 
la Sentencia C-985/06, ha señalado:

“3.2.3. La interpretación armónica de las anteriores 
normas constitucionales, y de las facultades del legisla-
tivo y el ejecutivo en materia presupuestal, ha llevado a 
la Corte a concluir que el principio de legalidad del gas-
to “supone la existencia de competencias concurrentes, 

-
cutivo, correspondiéndole al primero la ordenación del 
gasto propiamente dicho y al segundo la decisión libre y 
autónoma de su incorporación en el Presupuesto Gene-
ral de la Nación, de manera que ninguna determinación 
que adopte el Congreso en este sentido puede implicar 

-
terminado gasto en la ley anual de presupuesto, so pena 
de ser declarada inexequible”10

Y en el mismo sentido ha indicado lo siguiente:
“...respecto de leyes o proyectos de ley que se re-

-
cional para el cubrimiento de determinados gastos, la 
Corte ha sostenido reiteradamente una posición según 
la cual tales disposiciones del legislador que ordenan 
gastos, expedidas con el cumplimiento de las forma-

-

en los términos de los artículos 345 y 346 de la Car-
9 República de Colombia. Corte Constitucional. Sentencia 

C-1113/04.
10 República de Colombia. Corte Constitucional. Sentencia 

C-859/01 MP. Clara Inés Vargas Hernández. Entre otras 
decisiones la Corte declaró fundada una objeción al Pro-
yecto de ley  número 211 de 1999 Senado, 300 de 2000 
Cámara, por cuanto ordenaba al Gobierno incluir en el 

de reconstrucción y reparación del Liceo Nacional “Juan 
de Dios Uribe”. Lo Corte concluyó que una orden de esa 
naturaleza desconocía los artículos 154, 345 y 346 de 
la Carta. así como el artículo 39 de la Ley Orgánica del 
Presupuesto.
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ta, para la posterior inclusión del gasto en la Ley de 
Presupuesto, pero que ellas en sí mismas no pueden 
constituir órdenes para llevar a cabo tal inclusión, 
sino autorizaciones para ello.11”12.

IV. Texto aprobado en primer debate  
por la Comisión Cuarta Constitucional de Senado
“por la cual la Nación declara Patrimonio Histórico 
y Cultural de la Nación al municipio de Charalá del 
departamento de Santander, exaltando su aporte a la 

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Declárese a Charalá, municipio del 
departamento de Santander, “Patrimonio Histórico y 
Cultural de la Nación”, por su valioso aporte a las 
luchas independentistas del siglo XIX.

Artículo 2°. Autorícese al Gobierno Nacional, para 
que de conformidad con los lineamientos del marco 

-
-

guientes obras de utilidad pública y de interés social e 
histórico para el municipio de Charalá en el departa-
mento de Santander:

a) Diseño y construcción del Parque Temático Li-
neal, como un complejo turístico, cultural e histórico 
donde se recreen los acontecimientos con los que Cha-
ralá contribuyó a la gesta libertadora. Contará con una 
Réplica del Puente sobre el Río Pienta, Monumento 
a los Héroes María Antonia Santos, José Acevedo y 
Gómez, José Antonio Galán, y Fernando Santos Pla-
ta, entre otros Monumentos de Interés Histórico como 
homenaje a todos los charaleños que ofrendaron su 
vida por la libertad de Colombia;

b) Restauración de la Casa de la Cultura “José 
Acevedo y Gómez”, donde reposa la memoria histó-
rica de Charalá;

c) Restauración de la Casa Consistorial del Res-
guardo;

d) Compra y Restauración de la casa de “José An-
tonio Galán Zorro”.

Artículo 3°. Autorícese al Gobierno Nacional, a 
través del Ministerio de Cultura, para asesorar y apo-
yar a la Gobernación de Santander y al municipio de 
Charalá en la elaboración, tramitación, ejecución y 

e inmaterial; de remodelación, recuperación y cons-
trucción de los monumentos e infraestructura cultural 
e histórica del municipio de Charalá de conformidad 
con las normas vigentes.

Artículo 4°. El Gobierno Nacional, la Goberna-
ción de Santander y el municipio de Charalá quedan 
autorizados para impulsar y apoyar ante otras entida-
des públicas o privadas, nacionales o internacionales, 
la obtención de recursos económicos adicionales o 
complementarios a las que se autorizaren apropiar en 
el Presupuesto General de la Nación de cada vigencia 

ley.
Artículo 5°. La presente ley rige a partir de la fe-

cha de su sanción y promulgación.”
11 República de Colombia. Corte Constitucional. Sentencia 

C-360 de 1996 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.
12 República de Colombia. Corte Constitucional. Sentencia 

C-197 de 2001.M.P Rodrigo Escobar Gil.

V. Texto propuesto Para segundo debate  
en plenaria de Senado  

“por la cual la Nación declara Patrimonio Histórico 
y Cultural de la Nación al municipio de Charalá del 
departamento de Santander, exaltando su aporte a la 

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Declárese a Charalá, municipio del 
departamento de Santander, “Patrimonio Histórico y 
Cultural de la Nación”, por su valioso aporte a las 
luchas independentistas del siglo XIX.

Artículo 2°. Autorícese al Gobierno Nacional, para 
que de conformidad con los lineamientos del marco 

-
-

guientes obras de utilidad pública y de interés social e 
histórico para el municipio de Charalá en el departa-
mento de Santander:

a) Diseño y construcción del Parque Temático li-
neal, como un complejo turístico, cultural e históri-
co donde se recreen los acontecimientos con los que 
Charalá contribuyó a la gesta libertadora. Contará una 
Réplica del Puente sobre el Río Pienta, Monumento 
a los Héroes María Antonia Santos, José Acevedo y 
Gómez, José Antonio Galán, y Fernando Santos Pla-
ta, entre otros Monumentos de Interés Histórico como 
homenaje a todos los charaleños que ofrendaron su 
vida por la libertad de Colombia;

b) Restauración de la Casa de la Cultura “José 
Acevedo y Gómez”, donde reposa la memoria histó-
rica de Charalá;

c) Restauración de la Casa Consistorial del Res-
guardo;

d) Compra y Restauración de la casa de “José An-
tonio Galán Zorro”.

Artículo 3°. Autorícese al Gobierno Nacional, a 
través del Ministerio de Cultura, para asesorar y apo-
yar a la Gobernación de Santander y al municipio de 
Charalá en la elaboración, tramitación, ejecución y 

e inmaterial; de remodelación, recuperación y cons-
trucción de los monumentos e infraestructura cultural 
e histórica del municipio de Charalá de conformidad 
con las normas vigentes.

Artículo 4°. El Gobierno Nacional, la Goberna-
ción de Santander y el municipio de Charalá quedan 
autorizados para impulsar y apoyar ante otras entida-
des públicas o privadas, nacionales o internacionales, 
la obtención de recursos económicos adicionales o 
complementarios a las que se autorizaren apropiar en 
el Presupuesto General de la Nación de cada vigencia 

ley.
Artículo 5°. La presente ley rige a partir de la fe-

cha de su sanción y promulgación.”
VI. Proposición
Proposición

Por consiguiente, solicito a la Plenaria del Senado 
de la República dar segundo debate y aprobar el Pro-
yecto de ley número 247 de 2013 Senado, 228 de 
2012 Cámara, por la cual la Nación declara Patri-
monio Histórico y Cultural de la Nación al municipio 
de Charalá del departamento de Santander, exaltan-
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Bogotá, D. C. junio 12 de 2013  
Autorizamos el presente informe de ponencia para 

segundo debate al Proyecto de ley número 247 de 
2013 Senado, 228 de 2012 Cámara, presentado por el 
honorable Senador Honorio Galvis Aguilar.

El Presidente,

El Secretario,

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN COMI-
SIÓN CUARTA DE SENADO AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 247 DE 2013 SENADO, 228 

DE 2012 CÁMARA
por la cual la Nación declara Patrimonio Histórico 
y Cultural de la Nación al municipio de Charalá del 
departamento de Santander, exaltando su aporte a la 

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Declárese a Charalá, municipio del 
departamento de Santander, “Patrimonio Histórico y 
Cultural de la Nación”, por su valioso aporte a las 
luchas independentistas del siglo XIX.

Artículo 2°. Autorícese al Gobierno Nacional, para 
que de conformidad con los lineamientos del marco 

-
-

guientes obras de utilidad pública y de interés social e 
histórico para el municipio de Charalá en el departa-
mento de Santander:

a) Diseño y construcción del Parque Temático Li-
neal, como un complejo turístico, cultural e histórico 
donde se recreen los acontecimientos con los que Cha-
ralá contribuyó a la gesta libertadora. Contará con una 
Réplica del Puente sobre el Río Pienta, Monumento 
a los Héroes María Antonia Santos, José Acevedo y 
Gómez, José Antonio Galán, y Fernando Santos Pla-
to, entre otros Monumentos de Interés Histórico como 
homenaje a todos los charaleños que ofrendaron su 
vida por la libertad de Colombia;

b) Restauración de la Casa de la Cultura “José 
Acevedo y Gómez”, donde reposa la memoria histó-
rica de Charalá;

c) Restauración de la Casa Consistorial del Res-
guardo;

d) Compra y Restauración de la Casa de “José An-
tonio Galán Zorro”.

Artículo 3°. Autorícese al Gobierno Nacional, a 
través del Ministerio de Cultura, para asesorar y apo-
yar a la Gobernación de Santander y al municipio de 
Charalá en la elaboración, tramitación, ejecución y 

e inmaterial; de remodelación, recuperación y cons-
trucción de los monumentos e infraestructura cultural 
e histórica del municipio de Charalá de conformidad 
con las normas vigentes.

Artículo 4°. El Gobierno Nacional, la Goberna-
ción de Santander y el municipio de Charalá quedan 
autorizados para impulsar y apoyar ante otras entida-
des públicas o privadas, nacionales o internacionales, 
la obtención de recursos económicos adicionales o 
complementarios a las que se autorizaren apropiar en 
el Presupuesto General de la Nación de cada vigencia 

ley.
Artículo 5°. La presente ley rige a partir de la fe-

cha de su sanción y promulgación.
Bogotá, junio 4° de 2013.

Honorio Galvis Aguilar,
Senador Ponente.

Bogotá, D. C., junio 4 de 2013.

en Comisión Cuarta de Senado del Proyecto de ley 
número 247 de 2013 Senado, 228 de 2012 Cámara.

El Presidente,

El Secretario,

O B J E C I O N E S   P R E S I D E N C I A L E S
OBJECIÓN PRESIDENCIAL AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 147 DE 2012 SENADO, 223 

DE 2012  CÁMARA

Arte Moderno de Bogotá en su quincuagésimo ani-
versario, por su contribución a la cultura y el arte 

Bogotá, D. C., 12 de junio de 2013
Doctor 
ROY LEONARDO BARRERAS MONTEALEGRE 
Presidente 
Honorable Senado de la República 
Congreso de la República 
Ciudad 
Asunto: Objeciones al Proyecto de ley número 

147 de 2012 Senado, 223 de 2012  Cámara, por me-

Moderno de Bogotá en su quincuagésimo aniversa-
rio, por su contribución a la cultura y el arte colom-

Respetado Señor Presidente; 
Sin la correspondiente sanción ejecutiva, el Go-

bierno Nacional se permite devolver por razones de 
Inconstitucionalidad el Proyecto de ley número 147 
de 2012 Senado, 223 de 2012 Cámara, por medio de 

de Bogotá en su quincuagésimo aniversario, por su 

El proyecto de ley en referencia fue presentado a 
consideración del Congreso de la República por el ho-
norable senador Juan Francisco Lozano. 

Las razones que llevan al Gobierno Nacional a ob-
jetar por inconstitucionalidad este proyecto de ley se 
exponen a continuación: 

1. OBJECIONES POR INCONSTITUCIO-
NALIDAD 

El Gobierno Nacional objeta por razones de in-
constitucionalidad el artículo 4° del proyecto de ley 
de la referencia, por desconocimiento de los artículos 
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355 y 136 numeral 4 de la Constitución Política, en 
armonía con el artículo 273 de la Ley 5ª de 1992, Or-
gánica del Reglamento del Congreso. 

1.1. Texto de la norma objetada: 
El artículo objetado es del siguiente tenor: 

-
tinar hasta cuarenta mil millones de pesos moneda 
corriente, que serán destinados para la construcción 
de la ampliación del Museo de Arte Moderno de Bo-

1.2. Texto de las normas superiores que se con-
sideran vulneradas

El artículo 355 de la Constitución Política pres-
cribe: 

del poder público podrá decretar auxilios o donacio-
-

El Gobierno, en los niveles nacional, departa-
mental, distrital y municipal podrá, con recursos de 
los respectivos presupuestos, celebrar contratos con 
entidades privadas sin ánimo de lucro y de recono-

actividades de interés público acordes con el Plan 

En concordancia con lo anterior, el numeral 4 del 
artículo 136 superior dispone: 

una de sus Cámaras: 

 Decretar a favor de personas o entidades do-

pensiones u otras erogaciones que no estén destina-
das a satisfacer créditos o derechos reconocidos con 
arreglo a la ley preexistente” (El subrayado no es 
del texto) 

Así mismo, el artículo 273 de la Ley 5a de 1992, 
Orgánica del Reglamento del Congreso, que en tal 
virtud es parámetro para realizar el examen de consti-
tucionalidad, reitera: 

“Artículo 273. Afectación Presupuestal. Prohibi-
ciones. A partir de la vigencia de la nueva Constitu-
ción Política, no se podrá decretar, por alguna de las 
ramas u árganos del poder público, auxilios o dona-

1.2. Razones de la violación constitucional
1.2.1. La jurisprudencia constitucional relativa 

a la prohibición contenida en el artículo 355 de la 
Constitución Política. En reiterada jurisprudencia, 
la honorable Corte Constitucional ha explicado el al-
cance de la prohibición a que alude el artículo 355 
superior, en concordancia con el numeral 4 del artícu-
lo 136 Tras una larga evolución jurispruden-
cial, la Sentencia C-712 de 2002 recogió los criterios 
que permiten distinguir cuándo se está en presencia 
de una donación o auxilio proscrito por la Carta, y 
cuándo, por el contrario, le es autorizado al legislador 

-
tulados de la Carta. 

Ciertamente, en dicha sentencia se expusieron las 
siguientes conclusiones: 

es la respuesta al abuso derivado de la antigua prác-
tica de los “auxilios parlamentarios”, y en buena 

 La prohibición de los 

-
se a través de la contratación con entidades priva-

El auxilio o donación, materia de la prohibición, se 

en favor de un particular sin que ella tenga sustento 

corresponden a estas categorías, las transferencias a 
particulares, que no estén precedidas de un control 
sobre los recursos o que este no pueda realizarse con 

-
can de esta manera, las prácticas que por los elemen-
tos que incorporen, puedan tener la virtualidad de 

negativa, no se consideran auxilios o donaciones, las 
transferencias presupuestales que se hacen a entida-

 No se estima que se viole el 
-

sidios, estímulos económicos, ayudas o incentivos, en 
razón del cumplimiento de deberes o principios de 
origen constitucional que describen actividades pú-

Por su parte, en la Sentencia C-507 de 2008, la 
Corte Constitucional señaló los requisitos generales 
para autorizar cualquier excepción al artículo 355 
superior. Tales requisitos, según dicha Sentencia, 
son los siguientes: 
públicos debe respetar el principio de legalidad del 

Toda política pública del sector central, 

Plan Nacional de Desarrollo y en el correspondien-
te Plan de Inversión, -
rice una asignación de recursos públicos, sin con-
traprestación por 
encontrarse fundada en un mandato constitucional 

Más adelante, en la sentencia C-324 de 2009, 
la Corte se refirió nuevamente a las circunstancias 
en que era posible, en desarrollo del inciso 2° del 
artículo 355 constitucional, adelantar la función de 
beneficencia propia del Estado Social de Derecho. 
En esa oportunidad, destacó que dicha función be-
néfica exigía que su objeto (i) consultará los pro-
pósitos del Plan Nacional de Desarrollo, (ii) que se 
llevará a cabo a través de la celebración de un con-
trato, el cual imponía el previo agotamiento e un 
proceso de selección, y que (iii) la figura permitiera 
el ejercicio del control fiscal sobre los recursos pú-
blicos transferidos a particulares. En efecto, en esta 
sentencia la Corte dijo: 

De esta manera, es inminente concluir que el me-
canismo establecido en el inciso 2° del artículo 355 

interés público, como esquema de apoyo a activida-

–solamente puede realizarse con entidades privadas 



Página 24 Miércoles, 12 de junio de 2013 GACETA DEL CONGRESO  408

sin ánimo de lucro y de reconocida idoneidad– y, 
objetivos –la materia del contrato se limita a acti-
vidades o programas concretos de interés público y 
acordes con el plan de desarrollo a nivel nacional o 
seccional–, práctica que a partir de la Constitución 
de 1991 debe ser el único canal para adelantar la 

-
tidades sin ánimo de lucro, sin importar si estas son 

no establece ninguna discriminación en tal sentido, lo 
cual entraña un control previo derivado del proceso 
de selección y un control posterior a la entrega de los 

Al señalar como requisito indispensable, para 
que estas ayudas procedan, la celebración de un 

recursos de quienes funjan como colaboradores del 
Estado -
ciencia en la inversión de las partidas públicas por 
parte de las entidades que las reciban, según se es-
tablezca en un “reglamento autónomo “. 

Así pues, de la jurisprudencia constitucional ema-
-

mitida por la Carta, se distinga de los auxilios y do-
naciones constitucionalmente proscritos, deben cum-
plirse ciertos requisitos, como los son: 

i) La asignación de recursos o bienes públicos 
-

sarrollo y en el correspondiente Plan de Inversión;
ii) Debe llevarse a cabo a través de la celebración 

de un contrato, el cual impone el previo agotamiento 
e un proceso de selección, lo anterior en garantía del 
derecho a la igualdad;

iii) Los recursos así trasferidos a entidades priva-
das sin ánimo de lucro y de reconocida idoneidad, de-

1.2.2. La norma objetada frente a la prohibición 
recogida en el artículo 355 de la Constitución Polí-
tica

A juicio del Gobierno Nacional, el artículo 4° del 
proyecto de ley que se objeta no cumple con los requi-
sitos constitucionalmente decantados que permitirían 
considerar que se está en presencia de la actividad de 

-
tado Social de derecho. En efecto, dicho artículo con-

no cumplir con dichos requisitos jurisprudenciales 
mencionados, no sería posible ejecutar. Es decir, se 
concede una autorización inconstitucional. En efecto, 
en dicha norma el Congreso autoriza al Gobierno para 
“destinar hasta cuarenta mil millones de pesos mo-

-
Nótese 

que el legislador autoriza una asignación directa, sin 
el agotamiento previo de un proceso de contratación 
que garantice la igualdad de oportunidades de otras 
entidades sin ánimo de lucro dedicadas a similar ac-
tividad; y repárese en que la asignación así hecha no 

menos en el proceso legislativo una argumentación 

adecuada, que la asignación de recursos resulta acor-
de con el Plan Nacional de Desarrollo 2010- 2014, y 
el correspondiente Plan de Inversión. 

Por las anteriores razones, el Gobierno Nacional 
solicita al Congreso de la República retirar del pro-
yecto de ley el artículo en cuestión. 

2. OBJECIONES POR INCONVENIENCIA
El Gobierno Nacional objeta por razones de in-

conveniencia el artículo 4° del proyecto de ley de la 
referencia. 

El Gobierno Nacional no desconoce la importante 
labor que viene haciendo el Museo de Arte Moderno 
de Bogotá, en la promoción y difusión de las artes 
plásticas en Colombia. Esta labor ha venido siendo 
apoyada por el Ministerio destinando una inmensa 
parte de los recursos destinados a Museos en Colom-
bia, durante todos los años de existencia del Ministe-
rio de Cultura. 

Sin embargo, se ve con preocupación cómo a tra-
vés de esta iniciativa legislativa se estarían autorizan-
do la asignación de la suma de cuarenta mil millones 
de pesos ($40.000.000.000) a una fundación privada 
sin ánimo de lucro. 

Esta suma no tiene soporte alguno ni se hace nin-
gún análisis de la misma que permita racionalmente 
establecer que el monto planteado tiene un fundamen-

permitieron llegar a esta cifra. 
Por otra parte cuando se trata de la priorización 

de gastos el Gobierno Nacional tiene absolutamen-
te claro que el Museo Nacional de Colombia, Bien 
de Interés Cultural del ámbito nacional, cuya situa-
ción frente a su propia sede es crítica, requiere con 
suma urgencia unos recursos cercanos a los cuarenta 
y cinco mil millones de pesos ($45.000.000.000) para 

que es de propiedad de la Lotería de Cundinamarca, 
empresa Industrial y Comercial del departamento de 
Cundinamarca. 

De igual manera el proyecto de ampliación del Mu-
seo Nacional de Colombia ha sido un propósito que 
reiteradamente se ha plasmado en el Plan Nacional de 
Desarrollo, en el que se busca brindarle al país una es-
tructura cultural que contribuya al fortalecimiento de 
nuestra identidad nacional y la preservación idónea 
de nuestro patrimonio cultural y arqueológico. El Mu-
seo Nacional actualmente tiene en bodegas sin que 
pueda ser exhibido al público, el 90% de su colección, 
por carecer precisamente de instalaciones adecuadas 
para hacerlo. 

Conforme a todo lo expuesto, el Gobierno Nacio-
nal objeta por las razones de inconstitucionalidad e 
inconveniencia el artículo 4° del proyecto de ley cita-
do en la referencia. 

Cordialmente, 
El Ministro de Defensa Nacional de la República 

de Colombia, delegatario de las funciones presiden-
ciales mediante Decreto 1178 de 2013,

La Ministra de Cultura,
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CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTERIO  
DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 82 DE 2012 SE-

NADO
por la cual se derogan las disposiciones que no lo-
graron los efectos prácticos para la generación de 

1.1
UJ-1184-13
Bogotá D. C.
Honorable Senador 
ROY LEONARDO BARRERAS MONTEALEGRE 
Presidente 
Senado de la República 
Ciudad
Asunto: Comentarios al Proyecto de ley número 

082 de 2012 Senado, por la cual se derogan las dis-
posiciones que no lograron los efectos prácticos para 

Respetado Presidente, 
De manera atenta me permito presentar los comen-

tarios y consideraciones del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público al Proyecto de ley número 82 de 
2012 Senado, por la cual se derogan las disposicio-
nes que no lograron los efectos prácticos para la ge-

El proyecto de ley restablece la estructura de la jor-
nada laboral planteada originalmente en el artículo 160 
del Código Sustantivo del Trabajo, en la cual el trabajo 
diurno es el comprendido entre las seis horas (6 a. m.) y 
las dieciocho horas (6:00 p. m.), mientras que el trabajo 
nocturno es el comprendido entre las dieciocho horas 
(6 p. m.) y las seis horas (6:00 a. m.). Esta propuesta 

de 2002, mediante el cual la jornada laboral diurna es-
taba comprendida entre las seis horas (6:00 a. m.) y las 
veintidós horas (10:00 p. m.), por su parte, la jornada 
nocturna estaba comprendida entre las veintidós horas 
(10:00 p. m.) y las seis horas (6:00 a. m.). 

Igualmente, el proyecto de ley propone que el tra-
bajo en domingo y festivos tendrá un recargo del 100% 
sobre el salario ordinario en proporción a las horas la-
boradas, diferente a lo establecido actualmente en el 
Código Sustantivo del Trabajo con base en la Ley 789 
de 2002 donde dicho recargo corresponde al 75%. 

En primer lugar, es importante tener en cuenta que 

la Ley 789 de 2002 permitiría a los empresarios condi-
ciones menos restrictivas en los turnos de trabajo y me-
nores costos en los recargos por horas extras y jorna-
da nocturna, lo cual podría facilitar la contratación de 
nuevos trabajadores. De tal manera que se favorecieran 
las condiciones de generación de empleo, teniendo en 
cuenta el deterioro de los principales indicadores del 

década de los noventa, en la cual se registró un aumen-
to considerable de la tasa de desempleo y una reduc-
ción del empleo formal.

De hecho, de acuerdo con el Doing Business publi-
cado por el Banco Mundial, Colombia Registra una 
mejora en la facilidad para la contratación de trabajo 
frena a otras economías de la región, lo cual se ha ba-
sado en menores restricciones en el número de horas 

trabajadas y por consiguiente en menores rigideces 
del empleo1

menores costos de contratación, lo cual facilita una 
mayor demanda de trabajo y el acceso a un empleo 
formal.

En segundo lugar, los resultados de la Ley 789 de 
2002 han sido ampliados por un mayor crecimiento 
económico durante los últimos años, lo cual se ha re-

del mercado laboral. De hecho, mientras que en 2002 
la tasa de desempleo a nivel nacional se ubicaba en 
l5,5%, en el transcurso de 2012 se ubica en prome-
dio en 10,6%, y se ubica en octubre en niveles de un 
digito (8,9%). En as trece principales ciudades, se 
observó una reducción en este indicador, al pasar de 
17,6% en 2002 a 11,4% en promedio en el transcurso 
de 2012, al mes de octubre, mes en el cual la tasa de 

1 El indicador de rigidez del empleo publicado por el Ban-
co Mundial está conformado por tres componentes: i) 
facilidad para contratar trabajo; ii) restricciones en el 
número de horas trabajadas, y iii) costos de despido.

C O N C E P T O S   J U R Í D I C O S
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Este resultado se ha explicado por un aumento de la 
ocupación, ya que desde 2002 se han generado cerca de 
5.2 millones de empleos a nivel nacional, al mes de oc-
tubre, de los cuales 2.5 millones de empleos se han crea-
do en las principales trece ciudades. Adicionalmente, el 
empleo asalariado (empleo formal) ha mantenido una 
tendencia creciente durante los últimos años, ya que re-
gistra un crecimiento de 5.5% en el transcurso de 2012, 
superior al crecimiento del PIB, mientras que el empleo 
cuenta propia (núcleo de la informalidad) registra una 

En tercer lugar, los distintos estudios que han evalua-
do los efectos de la reforma laboral de 2002 han encon-
trado algunos resultados positivos en el funcionamiento 
del mercado laboral, en términos de reducciones del su-
bempleo, mayor demanda de trabajo, aumento en la pro-
babilidad de encontrar empleo en el sector formal, y la 
mayor provisión de servicios complementarios de pro-
tección social a la población vulnerable al desempleo.

En particular, Amarante y Santamaria (2005)2 se-
ñalan que a Ley 789 de 2002 tuvo efectos positivos en 
los niveles de remuneración promedio de los ocupa-
dos. Adicionalmente, el estudio realizado por Medina 
y Escobar (2006)3 indica que la reforma laboral de 

económicas diferentes a la industria, ya que el sala-
rio por hora en estos sectores presentó un incremento 
cercano al 8% junto con un aumento en el número de 
horas trabajadas (3.2 horas por semana), como evi-
dencia de una mayor demanda de trabajo. 

2  Amarante, Arim y Santamarla, Mauricio (2005). ‘Los 
efectos de la reforma laboral de 2002 en el mercado la-
boral colombiano’
6, diciembre de 2005. Universidad de Antioquia.

3  Medina, Carlos y Escobar. José Fernando (2006). 
“Changes in Daytime Hours of Work and Employment 
in Colombia”. Borradores de Economía No. 421. Banco 
de la República. Diciembre. 

El estudio de Núñez (2005)4 analiza los impac-
tos en la duración del empleo y el desempleo, con lo 
cual encuentra que entre 2002 y 2004 la duración del 
desempleo cae fuertemente, debido, en parte impor-
tante, a la Ley 789 de 2002. También como efecto de 
la reforma, la probabilidad de encontrar empleo en el 
sector formal se incrementó en un 6%. Así mismo, 
la duración del empleo se incrementó en los sectores 
donde se esperaban impactos importantes por la re-
forma, se redujo la probabilidad de perder el empleo 
en un 25% con respecto a otros sectores; y en comer-
cio e industria las reducciones en la probabilidad de 
despido son del orden del 10%. 

Adicionalmente, Gaviria (2005)5 indica que la 
reforma promovió ampliamente la contratación de 
aprendices y posiblemente contribuyó a la disminu-

Por otra parte, Guataquí et al (2009)6 encontró 
que la reforma laboral de 2002 aumentó la demanda 

mayor número de empleos, y contribuyó a una reduc-
ción de la duración del desempleo. 

Finalmente, la Comisión creada para a evaluación 
de la Ley 789 recomendó al Congreso de la Repú-
blica mantener vigente la Ley 789 de 2002 por sus 
efectos positivos sobre el mercado laboral y sobre el 
desarrollo del sistema de protección social. De hecho, 

Reforma Laboral se pretendían generar unos 486.064 
empleos en el cuatrienio y, según los resultados de los 
estudios analizados, se han logrado alrededor de unos 
250.000 empleos. Incluyendo los aprendices, el nú-
mero aumenta al menos en 146.352 (72.087 en 2003 
y 74.265 en 2004), para un total de 396.352 en los dos 
primeros años de expedida la ley”. 

“La Ley 789 ha brindado mecanismos de protección 
para las personas más vulnerables que estaban ausen-
tes en la institucionalidad colombiana, con resultados 
favorables aún a pesar de los diversos obstáculos pre-
sentados. Se han otorgado más de 271.244 subsidios 
al desempleo, se han generado cursos de capacitación 
para desempleados y el Sena está destinando recursos 
de forma considerable para este segmento de la pobla-
ción. Igualmente, se observan las acciones en materia 
de subsidios para ancianos, subsidios para la salud, en-
tre otros, en torno al proyecto de consolidar un sistema 
de protección social que atienda los componentes tanto 
de aseguramiento como de asistencia social”. 

De otra parte, con el contenido del presente pro-
yecto se busca una nueva regulación respecto del 

del cual hay que aclarar que 
tiene una naturaleza jurídica completamente diferente 
a la del contrato de trabajo, por lo cual los aprendices 

-
dos en las convenciones colectivas, así lo ha entendi-
do la Corte Constitucional al señalar: 

4  Núñez, Jairo (2005). “Éxitos y fracasos de la reforma 
laboral en Documento CEDE 2005-45. 
Universidad de los Andes. 

5  Gaviria, Alejandro (2005). “La Reforma Laboral de 
2002: ¿funcionó o coyuntura Económica volumen 
XXXV, No. 1, primer semestre de 2005, Fedesarrollo. 

6  Guataquí, Juan C.; García, A. (2009) “Efectos de la re-
 menos empleo?” Revista 

Ensayos sobre Política Económica, vol. 27. No. 60. Ban-
co de la República. 
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“Esto -
de la 

relación de trabajo ordinaria, por lo que es razonable 
que ciertos aspectos del mismo queden excluidos de la 

del conjunto del sistema de capacitación de la mano 
de obra en el país. Y en ese contexto, la Corte considera 
que la exclusión de dicha negociación del apoyo de sos-
tenimiento mensual de los aprendices es una restricción 
proporcionada al derecho de negociación colectiva de 

puesto que los aprendices no son en 
sentido estricto trabajadores y resulta razonable que si 
la ley obliga a las empresas a vincular un determina-
do número de aprendices, al menos establezca salva 
guardas para asegurar que esa vinculación no resulte 
desproporcionadamente onerosa, como es la de limitar 

Así las cosas, la compensación de los aprendices 
no puede estar sujeta al salario mínimo obtenido por 
convención colectiva, por dos situaciones: (i) Por la 
naturaleza del contrato que dista completamente del 
contrato laboral, y (ii) Por os efectos económicos que 
puede conllevar esta medida, en las empresas que es-
tán obligadas a contratar aprendices. 

Adicionalmente, consideramos que si un aprendiz 
no cumple una jornada laboral de por lo menos 8 ho-
ras, no debiera reconocérsele un salario mínimo, dado 
que se estaría dando un trato igual al de los trabajado-
res que laboran por períodos iguales y que adicional-
mente tienen experticia en la labor que realizan. 

Es de recordar que la Corte Constitucional ha man-
tenido que la remuneración de los aprendices puede ser 
inferior al salario mínimo, “en la medida en que, como 
ya lo señaló la Corporación en su Sentencia C-038/04, 
los aprendices no son trabajadores y en esa medida el 
sostenimiento no constituye salario. Así las cosas, si 
el sostenimiento no constituye salario, no debe regir-
se por las normas propias del contrato de trabajo y, en 
especial, del artículo 53 constitucional, que señala que 
la remuneración debe ser mínima, entendiendo por tal 

El he-
cho de que la tasación porcentual del apoyo de soste-
nimiento se establezca con base en un salario mínimo 
no implica que a los aprendices se les deba tratar de 
manera idéntica que a quienes están vinculados me-
diante un contrato de trabajo.

En tal sentido, el articulado busca otorgar una ma-
yor remuneración a las personas que suscriben contratos 
de aprendizaje, incrementando el salario mínimo para 
aquellos que se encuentren en fase práctica, pasando del 
75% del salario mínimo legal mensual vigente al 100%, 
es decir, un incremento del 33% de la remuneración del 
aprendiz, lo que puede ser contraproducente, en tanto 
que los empresarios, al ver que sus costos aumentan, po-
drían tomar decisiones enfocadas en la disminución de 
personal que compensaran dicho aumento, lo cual por el 

En razón a todo lo anterior, considera esta Cartera 
que el proyecto de ley propuesto afectaría los resultados 
positivos que se han observado durante los últimos años 
en el mercado laboral, ya que establecería restricciones 
en la demanda de trabajo al aumentar los costos labora-
les, Estos mayores costos laborales impedirían mayores 
avances en la formalización laboral y en la reducción de 
la tasa de desempleo hacia el futuro inmediato, limitan-
do la posibilidad de mayor empleo y la posibilidad de 
acceso a un empleo formal, en especial de grupos vulne-
rables al desempleo como jóvenes, mujeres y personas 

-
ducción de la tasa de desempleo y el acceso a un empleo 
formal son factores esenciales para la mejora de los in-
dicadores socioeconómicos, en particular con la reduc-
ción de la pobreza y la desigualdad, por estas razones, no 

-
tas por el proyecto de ley 82 de 2012 del Senado de la 
República “por la cual se derogan tas disposiciones que 
no lograron los efectos prácticos para la generación de 
empleo, la Ley 789 de 2012”. 

Por último, es importante resaltar que el parágra-
fo 1° del artículo 89 del proyecto de ley en análisis, 

-

que el Gobierno Nacional incluirá una partida adi-
cional en el Presupuesto General de la Nación para 
el reconocimiento de contratos de aprendizaje en los 
departamentos de Amazonas, Guainía, Vichada, Cho-
có y Guaviare, recursos que no se encuentran contem-
plados en el Marco Fiscal de Mediano Plazo ni en el 
Marco de Gasto de Mediano Plazo. 

Por las consideraciones expuestas, esta Cartera 
respetuosamente solicita se considere el archivo del 
proyecto de ley que se analiza en el presente docu-
mento, no sin antes manifestarle muy atentamente 
nuestra voluntad de colaborar con la actividad legis-
lativa dentro de los parámetros constitucionales y le-

Cordialmente, 
Andrés Restrepo Montoya, 

Viceministro Técnico 
Encargado de las funciones del Despacho del 

 Ministro de Hacienda y Crédito Público.
Con Copia a 
• Honorable Senador Alexánder López Amaya - 

Autor 
• Honorable Senador Wilson Arias castillo - Autor 
• Honorable Senadora Gloria Inés Ramírez Ríos - 

Ponente 
• Honorable Senadora Liliana María Rendón  

Roldan - Ponente 
• Doctor Gregorio Eljach Pacheco, Secretario Ge-

neral del Senado de la República. 
* * * 

CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTERIO  
DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 86 DE 2012  

SENADO
 de 1992, 

se crea la Comisión Legal para la protección de los 
Derechos de la Población Afrocolombiana y se dictan 

UJ-1167-13
1.1.
Bogotá D. C. 
Honorable Senador 
ROY LEONARDO BARRERAS MONTEALEGRE 
Presidente 
Senado de la República 
La ciudad 
Asunto: Proyecto de ley número 86 de 2012 Se-

nado,  de 
1992, se crea la Comisión Legal para la protección 
de los Derechos de la Población Afrocolombiana y se 
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Respetado Presidente: 
De manera atenta el Ministerio de Hacienda y Crédi-

to Público presenta los comentarios que estima pertinen-
tes someter a su consideración respecto del Proyecto de 
ley número 86 de 2012 Senado, 
y adiciona la Ley 5ª de 1992, se crea la Comisión Le-
gal para la protección de los Derechos de la Población 

El proyecto de ley objeto de estudio, tiene por ob-
jeto adicionar el Reglamento del Congreso de la Re-
pública, contenido en la Ley 5ª de 1992, creando la 
Comisión Legal para la Protección de los Derechos 

la misma, trabaje conjunta y coordinadamente en la 
generación (sic) de propuestas normativas y políticas 
para superar las grandes desigualdades que separan a 
los afrocolombianos del resto de la sociedad. 

En lo que compete a este Ministerio, los artículos 
9° y 10 del proyecto de ley en estudio, disponen: 

“Artículo 9°. Adiciónase el artículo 383 de la Ley 
 de 1992, con 

 
“Artículo 10. Adiciónase el artículo 369 de la Ley 

 del siguiente tenor: 

Así, la planta de personal de la Comisión Legal 
para la Protección de los Derechos de la Población 
Afrocolombiana estaría constituida por: Un (1) coor-
dinador (a) grado (012), dos (2) profesionales univer-
sitarios grado (06) y un (1) secretario (a) ejecutivo (a) 
grado (05), por lo que el costo anual de esta planta de 
personal seria el siguiente: 

Costo anual de la planta de personal de la Comisión Legal  
para la Protección de los Derechos de la Población Afrocolombiana

Cargo Grado Cantidad Costo Anual ($)
Coordinador 12 1 164.589.689
Profesional Universitario 6 2 111.617.478
Secretario Ejecutivo 5 1 47.318.911

Total 4 323.526.079
Adicionalmente a los gastos de personal, con la 

creación y puesta en funcionamiento de la comisión 
a que hace referencia el proyecto de ley en estudio, 
se efectuarían gastos operativos administrativos esti-
mados en veinte millones de pesos (S20.000.000,00) 
en el primer año y de cuatro millones de pesos 
($4.000.000,00) en los años siguientes. Lo anterior, 

de ley, generaría erogaciones adicionales totales para la 
Nación del orden de trescientos cuarenta y tres millo-

de 2013, de seiscientos setenta y un millones de pesos 
($671.000.000,00) en el presente periodo constitucio-
nal de Gobierno y de tres mil doscientos noventa y un 
millones de pesos ($3.291.000.000,00) para los próxi-
mos diez (10) años, recursos que no se encuentran pre-
vistos en el Marco Fiscal de Mediano Plazo. 

Por lo anteriormente expuesto, de la manera más 
respetuosa el Ministerio de Hacienda y Crédito Públi-
co solicita se tengan en cuenta las anteriores conside-
raciones durante el trámite de la iniciativa, no sin an-

de colaborar con la actividad legislativa. 
Cordialmente, 

Andrés Restrepo Montoya, 
Viceministro Técnico 

Encargado de las funciones del Despacho  
del Ministro de Hacienda y Crédito Público.

Con Copia a: 
• Honorable Senador Hemel Hurtado Angulo - 

Coordinador, Ponente/Autor
• Honorable Senador Hernán Andrade Serrano - 

Ponente 
• Honorable Senador Luis Carlos Avellaneda - 

 Ponente 
• Honorable Senador Manuel Enríquez Rosero - 

Ponente 
• Honorable Senador Édgar Gómez Román -  

Ponente 
• Honorable Senador Jorge Eduardo Londoño - 

Ponente 
• Honorable Senador Edinson Delgado Ruiz - Autor 
• Honorable Representante Jairo Hinestroza Sinis-

terra -Autor 
• Honorable Representante  Heriberto Arrechea 

Banguera - Auto 
Doctor Gregorio Eljach Pacheco, Secretario  

General del Senado de la República 
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